CAPITULO II
MARCO TEORICO
        Para sustentar ésta investigación y poder comprender  el proceso y la problemática central de este trabajo, fue elaborado un marco teórico en el cual, se desarrollan las bases teóricas que explican el proceso y el sistema de variables.

Antecedentes de la Investigación

         Romero (2008), en su investigación titulada “El Contribuyente como socio estratégico para Incrementar la Recaudación de la Administración Tributaria”, para optar al grado de Magíster en Gerencia Tributaria en la Universidad Dr. Rafael Belloso Chacín. Basándose en los manuales del SENIAT y del Código Orgánico Tributario para el desarrollo de su marco teórico respectivo.
         El estudio se dirigió a analizar la figura del contribuyente como socio estratégico para incrementar la recaudación de la administración tributaria. La investigación fue documental, con diseño bibliográfico. Se recolectó información documental, analizada a través de la hermenéutica jurídica. Los resultados indicaron que la Administración tributaria cuenta con la fiscalización, retención y percepción como técnicas utilizadas para alcanzar sus metas de recaudación. 

         Se analizó la posición que asume la Administración Tributaria frente al contribuyente, identificando como alta la presión tributaria, por lo cual es esencial la calidad de servicio, entre las cuales se encuentran la orientación de la Administración antes mencionada en su eficiencia. Los mecanismos implementados por la Administración Tributaria para dar respuesta a las acciones interpuestas por los contribuyentes como “clientes” del SENIAT, incluyen la tramitación de quejas, reclamos y sugerencias ante la Defensoría del Contribuyente, así como mecanismos respecto a los trabajadores.

           Se relacionó al contribuyente como socio estratégico para incrementar la recaudación, evidenciándose que el cliente específico de la Administración Tributaria, es el contribuyente, que acude a sus oficinas, para cumplir con su deber de pagar impuestos, presentar recurso de reclamación o para solicitar la devolución de impuestos indebidamente pagados, entre otros; por lo que exige de una atención personal, eficaz, y un servicio de calidad que satisfaga sus expectativas. Tal estudio aporta a la presente investigación información necesaria relacionada con el desarrollo del marco teórico del basamento legal de la fiscalización, retención y percepción. 

          De igual manera, Acosta (2004), presentó un trabajo de investigación,  denominado: “Nivel de Información de la Pequeña y Mediana Empresa sobre los ilícitos formales establecidos en el Código Orgánico Tributario”, para optar al grado de Magíster en Gerencia Tributaria de la Universidad Dr. Rafael Belloso Chacín. Maracaibo.  El estudio estuvo dirigido a determinar el nivel de información de las Pequeñas y Medianas Empresas (PyME´s) sobre los ilícitos formales establecidos en el Código Orgánico Tributario vigente, tomando como referencia las disposiciones constitucionales y legales.
          El tipo de investigación fue descriptivo, aplicado, de campo, cuantitativo y observacional; con diseño no experimental transacción descriptivo, los resultados de esta investigación indicaron que el nivel de información sobre las disposiciones constitucionales es moderado, además las PyME´s tienen conocimiento sobre los tipos de ilícitos tributarios, pero es deficiente la información referida a la presentación de las declaraciones y sus implicaciones, así como sobre el conocimiento de las sanciones y las circunstancias agravantes y atenuantes y existe un bajo nivel de información sobre los procedimientos de imposición de sanciones establecidos en el Código Orgánico Tributario vigente. 

         Llama la atención, hasta la fecha de la investigación, que las empresas integrantes de la muestra no  habían sido objeto de sanción. Este estudio es de vital importancia para la presente investigación  porque se analizan los ilícitos tributarios establecidos en el Código Orgánico Tributario.
         Fuenmayor (2002), realizó un trabajo de investigación denominado “Sistematización de los tipos de incumplimiento de los deberes formales en la normativa vigente del IVA”, para optar al grado de Especialista en Tributación en La Universidad del Zulia. Maracaibo, en el cual se analizaron los incumplimientos por parte de la pequeña y mediana empresa en materia de impuesto al valor agregado, considerando la escasa cultura o la poca posibilidad de conocimiento en materia tributaria por parte de los contribuyentes y, la variedad y multiplicidad de los deberes formales en la legislación venezolana.

         El propósito de la investigación fue el aportar la herramienta e instrumento de control que permitiera a los contribuyentes del sector de la pequeña y mediana empresa, conocer y cumplir con los deberes formales y normas tributarias que regulan este impuesto. La investigación fue un estudio de tipo aplicado-descriptivo-documental, utilizando la técnica de revisión y análisis bibliográfico y documental, la metodología utilizada fue la combinación de los métodos deductivo e inductivo. 
         El resultado del análisis de la información mostró que el IVA está basado en un sistema de débitos y créditos y posee normas y reglas que son indispensables para su control fiscal, los cuales no sólo se encuentran en la Ley y el Reglamento, sino también, en normas sublegales tales como decretos, resoluciones, providencias administrativas e instructivos.

         Debido a la multiplicidad de los deberes formales, se hizo necesaria la sistematización, ésta permitirá el conocimiento de los deberes formales por parte de los contribuyentes sujetos al IVA e incrementará la cultura tributaria al suministrar información a los contribuyentes en general y específicamente     al sector de la pequeña y mediana empresa. Este antecedente se relaciona directamente con la presente investigación, ya que ambas tratan el incumplimiento de los deberes formales en materia de Impuesto al Valor Agregado.  

         González (2002), en su trabajo denominado: “El Cumplimiento Voluntario de las Obligaciones Tributarias en los Contribuyentes Especiales. Caso: Ciudad de Maracaibo”, para optar al grado de Especialista en Tributación en La Universidad del Zulia. Maracaibo, en el cual se  identificaron los incentivos utilizados por la Gerencia Regional de Tributos Internos del SENIAT, Región Zuliana para inducir al cumplimiento voluntario de las obligaciones tributarias en los contribuyentes especiales.

          Para desarrollar este estudio se utilizó una investigación descriptiva de campo, con una población de 740 contribuyentes especiales de esta ciudad, aplicando una muestra de 33 contribuyentes, empleando como instrumentos la entrevista semi-estructurada aplicada a los funcionarios del SENIAT y un cuestionario para las empresas. Obteniendo como resultado que tanto los incentivos formales (rebajas de impuestos, remisión tributaria, prórrogas) como los informales (comodidad del contribuyentes, espacio físico, la socialización) estructuran la relación entre la Administración Tributaria y el contribuyente.
          Este autor llegó a la conclusión que aunque existe un sistema de incentivos en la Administración Tributaria, no se percibe satisfacción en el contribuyente para el cumplimiento voluntario y recomienda establecer un sistema de incentivos diseñado en función  de criterios de reconocimiento y cumplimiento expresados por la oportunidad en el pago, pagos adelantados, para fomentar la disposición al cumplimiento voluntario; esta investigación sirvió de soporte teórico sobre el cumplimiento de las obligaciones tributarias.

         Delgado (2001), en su trabajo de investigación titulado “Análisis de las Sanciones por Incumplimiento de Deberes Formales en materia de Impuesto al Valor Agregado. Caso: Comerciantes del Estado Mérida”, para optar al grado de Especialista en Ciencias Contables Mención Rentas Internas de la Universidad de Los Andes. Mérida.
         Destaca que con la aplicación del mencionado impuesto se ha superado en parte el déficit fiscal, ya que éste representa uno de los impuestos con mayor capacidad de recaudación en el país y por ende, se ha convertido en uno de los tributos más importantes en Venezuela, aunado al control fiscal que puede ejercer la Administración Tributaria sobre los contribuyentes a través de la aplicación del mismo. Este estudio se relaciona directamente con la presente investigación, porque se analizan las sanciones en materia de Impuesto al Valor Agregado, además de que se realizó en el estado Mérida.

         Pulido (1998), desarrolló una investigación denominada “La Administración Tributaria y el Sistema de Infracciones y Sanciones en la Legislación Venezolana”. En la misma el autor hace referencia a las diferentes posiciones acerca de la naturaleza de las infracciones tributarias, señalando la teoría penalista, la administrativa y la tributaria, de igual manera se consideran las facultades de la administración tributaria en lo que respecta a la determinación de oficio e imposición de sanciones, adicionalmente el autor expone brevemente el procedimiento utilizado por la Administración Tributaria para la determinación y aplicación de sanciones y, realiza una clasificación del sistema de infracciones y sanciones de acuerdo con las disposiciones establecidas en el Código Orgánico Tributario. Este estudio proporcionó elementos importantes para ampliar la presente investigación con el aporte teórico documental, en virtud de que el mismo describe el sistema de infracciones y sanciones en la legislación venezolana.
Bases Teóricas

         En la presente investigación fue necesario tomar en consideración los criterios desarrollados por diferentes especialistas en la temática tributaria, a fin de definir las bases teóricas en la que se sustenta la investigación. A continuación se reseñan los conceptos más pertinentes relacionados con el tema objeto de estudio.
Régimen Tributario Nacional

         El Régimen Tributario Nacional se encuentra establecido en la Constitución de la República Bolivariana de Venezuela (CRBV) de 1999. Por su parte, el artículo 4 de este instrumento legal establece lo siguiente: “La República Bolivariana de Venezuela es un Estado Federal descentralizado en los términos consagrados en esta Constitución, y se rige por los principios de integridad territorial, cooperación, solidaridad, concurrencia y corresponsabilidad”.  La Constitución consagra un Estado que se define como descentralizado, con la finalidad de expresar la voluntad de cambiar el Estado centralizado en un verdadero modelo federal que cumpla con las especificaciones que requiere la realidad del país, rigiéndose por los principios enunciados en el artículo citado.

         Como Estado descentralizado el poder público de conformidad con las disposiciones del artículo 136 de la ley in comento se distribuye de manera vertical entre el Poder Nacional, el Poder Estadal y el Poder Municipal. A su vez, el Poder Público Nacional se divide en Legislativo, Ejecutivo, Judicial, Ciudadano y Electoral. Cada una de las ramas del Poder Público tiene sus funciones propias, pero los órganos a los que incumbe su ejercicio colaborarán entre sí en la realización de los fines del Estado. Dentro de las competencias del Poder Público Nacional se encuentran, de acuerdo con el artículo 156, numeral 12 las siguientes:
La creación, organización, recaudación, administración y control de los impuestos sobre la renta, sobre sucesiones, donaciones y demás ramos conexos, el capital, la producción, el valor agregado, los hidrocarburos y minas, de los gravámenes a la importación y exportación de bienes y servicios, los impuestos que recaigan sobre el consumo de licores, alcoholes y demás especies alcohólicas, cigarrillos y demás manufacturas del tabaco, y de los demás impuestos, tasas y rentas no atribuidas a los Estados y Municipios por esta Constitución o por la ley.
     Una idea y reflexión sobre lo anteriormente expuesto, es la comprensión de la composición y aplicación de los tributos y del sistema tributario venezolano. El cual  ayuda a comprender cuáles son las obligaciones y derechos como contribuyentes. A su vez permite los encargados de planificar las finanzas nacionales determinar cuáles son los criterios que de aplicarse serán más beneficiosos para la población. Por otra parte, la CRBV le otorga al Poder Público Nacional un poder originario para éstos tributos que están reservados exclusivamente al poder nacional. Y entre los cuales se cuenta con el Impuesto al Valor Agregado.     
Potestad Tributaria

     Según Moya (2003), la potestad tributaria:

Es la facultad que tiene el estado de crear unilateralmente tributos, cuyo pago será exigido a las personas sometidas a su competencia tributaria espacial. Esto, en otras palabras, importa el poder coactivo estatal de compeler a las personas para que le entreguen una porción de sus rentas o patrimonios, cuyo destino es de cubrir las erogaciones que implican el cumplimiento de su finalidad de atender las necesidades públicas. (p.160).
     La Potestad Tributaria puede ser: 

a) Potestad Tributaria Originaria: Se dice que la potestad tributaria es originaria cuando emana de la naturaleza y esencia misma del Estado, y en forma inmediata y directa de la Constitución de la República Bolivariana de Venezuela. Nace de la propia Carta Fundamental, donde exista constitución escrita o de los principios institucionales donde no exista la misma. (Moya 2003, p. 161). Esta potestad se cumple en el caso de los tributos de carácter nacional, cuyo poder originario está tipificado en el numeral 12 artículo 156 de la CRBV.

b) Potestad Tributaria Derivada o Delegada: Es la facultad de imposición que tiene el ente Municipal o Estadal para crear tributos mediante derivación, en virtud de una ley y que no emana de forma directa e inmediata de la Constitución de la República Bolivariana de Venezuela. Se derivan de leyes dictadas por los entes regionales o locales en propiedad de su propio poder de imposición. Existen impuestos municipales que tienen su origen en la Ley Orgánica de Régimen Municipal y no en la Constitución de la República Bolivariana de Venezuela (Moya 2003, p. 161).
         Con base a lo anterior se puede decir que el poder del estado en cuanto al poder tributario, fue plasmado en la constitución, de donde emana la potestad tributaria. En este sentido, la potestad tributaria, que es ejercida por los órganos, a quienes se le atribuye expresamente. Así mismo, se expresa en la norma suprema con la facultad para imponer contribuciones, lo cual es inherente al estado en razón a su poder de imperio, y se ejerce cuando el órgano correspondiente, establece las contribuciones mediante una ley, que vinculara individualmente a los sujetos activo y pasivo de la relación jurídico – tributaria. 

         De igual manera, cuando se habla de la potestad tributaria se expresa al poder que será ejercido discrecionalmente por un órgano, dentro de los limites que establece la propia constitución; este poder se caracteriza y concluye con la emisión de la ley, en la cual, posteriormente, los sujetos destinatarios del precepto legal quedan supeditados para su debido cumplimiento. En el mandato legal se fundamenta la actuación de las autoridades en materia tributaria, las cuales actúan con sujeción a lo dispuesto por la ley, de acuerdo con su competencia tributaria. 
Principios Tributarios

         Los principios tributarios se encuentran consagrados en la Constitución de la República Bolivariana de Venezuela, y rigen al sistema tributario venezolano. Los mismos se detallan a continuación:
  Principio de Legalidad
          Este principio también se conoce como “principio de reserva legal”, algunos autores señalan que el mismo representa una garantía esencial en el Derecho Constitucional, ya que es necesario que todo tributo sea sancionado por una ley. Se encuentra consagrado en el artículo 317 de la CRBV, en el cual se establece: “No podrá cobrarse impuesto, tasa ni contribución alguna que no estén establecidos en la ley, ni concederse exenciones y rebajas ni otras formas de incentivos fiscales, sino en los casos previstos por la ley que cree el tributo correspondiente”. Es decir, que de acuerdo con este principio todo tributo debe ser creado por una ley formal.

 Principio de Igualdad
         Se encuentra establecido en el artículo 316 de la Constitución de la República Bolivariana de Venezuela (CRBV) de 1999, según el cual:

El sistema tributario procurará la justa distribución de las cargas públicas según la capacidad económica del o la contribuyente atendiendo al principio de progresividad, así como la protección de la economía nacional y la elevación del nivel de vida de la población y se sustentara para ello  en un sistema eficiente para la recaudación de los tributos.
         De acuerdo con este principio no debe excluirse a ningún sector de la población para el pago de los tributos. 

        En efecto, el artículo 21 de la Constitución Bolivariana de Venezuela establece que "todas las personas son iguales ante la ley”, y en consecuencia:

1. No se permitirá discriminaciones fundadas en la raza, el sexo, el credo, la condición social o aquella que, en general, tenga por objeto o por resultado anular el reconocimiento, goce o de ejercicio en condición de igualdad, de los derechos y libertades de toda persona .

2. La ley garantizará las condiciones jurídicas y administrativas para que la igualdad ante la ley sea real y efectiva, adoptará medidas positivas a favor de personas o grupos que puedan ser discriminados, marginados o vulnerables.

3. Sólo se dará el trato oficial de ciudadano o ciudadana, salvo las fórmulas diplomáticas.

4. No se reconocen títulos nobiliarios ni distinciones hereditarias."

 Principio de Generalidad
         Este principio alude al carácter extensivo de la tributación y significa que cuando una persona física o ideal se halla en las condiciones que marcan, según la ley, la aparición del deber de contribuir, éste debe ser cumplido, cualquiera que sea el carácter del sujeto, categoría social, sexo, nacionalidad, edad o cultura. 

        La generalidad surge del artículo 133 de la Constitución Nacional ya que ordena que sin excepción "Toda persona tiene el deber de coadyuvar a los gastos públicos mediante el pago de impuestos, tasas y contribuciones que establezca la ley." Este principio impone una obligación de carácter general a los habitantes del país, ningún tipo de distinción de raza, sexo, religión, ni condición social.

Principio de No Confiscatoriedad
          Este principio está consagrado al final del artículo 317 ejusdem, según el cual: “…Ningún tributo puede tener efecto confiscatorio”. Se dice que un tributo es confiscatorio cuando absorbe una parte importante de la propiedad.

          Por otra parte la Carta Magna en el artículo 115 consagra el derecho a la propiedad privada en los siguientes términos: “Se garantiza el derecho de propiedad. Toda persona tiene derecho al uso, goce, disfrute y disposición de sus bienes”... 
         En base a lo anteriormente expuesto, acerca de los principios tributarios, con algunas diferencias, se repite y recoge en la Constitución de 1819. La disposición así concebida, se mantiene con ligeras variantes en todas nuestras Constituciones promulgadas desde entonces hasta hoy. No obstante, un importante avance se introduce cuando se añade a la norma cuya redacción se había mantenido sin mayores modificaciones, la prohibición del efecto confiscatorio de cualquier tributo que cree la Ley, con lo cual, no sólo se reserva a ésta la facultad de crear cualquier impuesto, sino que además se impone al legislador una limitación del más alto rango normativo, en el sentido de atender a la justicia y equidad.
Obligación Tributaria
          La obligación tributaria de acuerdo con Moya (2003), implica obligaciones de pagar (pagar el tributo), de hacer (cumplir con los deberes formales y declaraciones), de soportar (aceptar inspecciones, fiscalizaciones de los funcionarios competentes) y por una obligación accesoria (pagar multas e intereses). En la legislación venezolana la obligación tributaria se encuentra establecida en el Código Orgánico Tributario (COT),  específicamente en el artículo 13, en los siguientes términos:

La obligación tributaria surge entre el Estado, en las distintas expresiones del Poder Público, y los sujetos pasivos, en cuanto ocurra el presupuesto de hecho previsto en la Ley. La obligación tributaria constituye un vínculo de carácter personal, aunque su cumplimiento se asegure mediante garantía real o con privilegios especiales. 

         De esta definición se pueden extraer los elementos que intervienen en la misma, entre ellos: los sujetos tanto activo (estado en las diferentes expresiones de poder) y pasivos (contribuyentes o responsables), el hecho imponible que genere el nacimiento de la obligación que debe estar previsto en una ley, la materia imponible y la base imponible. 

        A continuación se describen cada uno de los elementos de la obligación tributaria:
        Hecho imponible: Este elemento constituye un hecho jurídico cuyo acto da nacimiento a la obligación tributaria, el C.O.T. (2001), en el artículo 36 lo define de la siguiente manera: “El Hecho imponible es el presupuesto establecido por la Ley para tipificar el tributo, y cuya realización origina el nacimiento de la obligación tributaria”. 
        Sujeto activo de la obligación tributaria: Según el artículo 18 del C.O.T  (2001), el sujeto activo, es el ente público acreedor del tributo. En el caso de los tributos de carácter nacional el ente recaudador de los mismos es el Servicio Nacional Integrado de Administración Aduanera y Tributaria (SENIAT).
         Sujeto pasivo de la obligación tributaria: Sujeto obligado al cumplimiento de las prestaciones tributarias, sea en calidad de contribuyente o de responsable (artículo 19 del COT).

           Base imponible: Según el Glosario de Tributos Internos del SENIAT, este término se puede definir como una magnitud susceptible de una expresión cuantitativa, definida por la ley que mide alguna dimensión económica del hecho imponible y que debe aplicarse a cada caso concreto a los efectos de la liquidación del impuesto. Valor numérico sobre el cual se aplica la alícuota del impuesto. 

          Materia imponible: De acuerdo con Moya (2003), la materia imponible constituye el aspecto objetivo, bien sea un hecho material, un negocio jurídico, una actividad personal o una titularidad jurídica (p.159).
        Unas ideas y reflexiones acerca de las obligaciones tributarias es que representan un derecho público, es la relación entre el acreedor y el deudor tributario, establecido por la ley, que tiene por objeto el cumplimiento de la prestación tributaria, siendo exigible coactivamente.  También, se puede decir que la obligación tributaria es el vínculo jurídico en virtud del cual el estado, denominado sujeto activo exige un deudor, denominado sujeto pasivo, el cumplimiento de una prestación pecuniaria excepcionalmente en especie.
Los Tributos

         Existen varias definiciones de los tributos, presentadas por diversos autores, Villegas (1999) los define como “las prestaciones en dinero, que el Estado exige en ejercicio de su poder de imperio en virtud de una ley y para cubrir los gastos que le demanda el cumplimiento de sus fines” (p. 67). 

     Por otra parte el glosario de tributos internos del SENIAT, define los tributos como una “Prestación pecuniaria que el Estado u otro ente público exige en ejercicio de su poder de imperio a los contribuyentes con el fin de obtener recursos para financiar el gasto público” (p. 31). Se puede acotar que la finalidad de los tributos es obtener ingresos que permitan al Estado sufragar los gastos públicos y cumplir con los fines que le competen.
         Con base a las definiciones anteriores de tributos se puede analizar que son los ingresos públicos, los cuales consisten en prestaciones pecuniarias obligatorias, impuestas unilateralmente, exigidas por una administración pública como consecuencia de la realización del hecho imponible al que la Ley vincula el deber de contribuir. Su fin primordial es el de obtener los ingresos necesarios para el sostenimiento del gasto público, sin perjuicio de su posible vinculación a otros fines.
     Características de los Tributos
         De acuerdo con Villegas (1999), las características de los tributos se pueden enunciar de la siguiente manera:
a) Prestaciones en dinero: La prestación debe ser económicamente valuable para que se constituya un tributo, siempre que concurran los otros elementos que los caractericen que la legislación de cada país no disponga de lo contrario.
b) Exigidas en ejercicio del poder del imperio: La coacción constituye el elemento principal de los tributos, este elemento se manifiesta fundamentalmente en la prescindencia de la voluntad del obligado en cuanto a la creación del tributo que le sea exigible. La bilateralidad de los negocios jurídicos es sustituida por la unilateralidad en cuanto a su obligación.
c) En virtud de una Ley: Esta característica se manifiesta ya que no hay tributo sin que exista una ley previa que lo establezca. Como todas las leyes que establecen obligaciones, la norma tributaria es una regla hipotética cuyo mandato se concreta cuando ocurre la circunstancia fáctica condicionante prevista en ella como presupuesto de la obligación. Tal condición fáctica e hipotética se denomina "hecho imponible", es decir, toda persona debe pagar al Estado la prestación tributaria graduada según los elementos cuantitativos que la ley tributaria disponga y exige.
d) Para cubrir los gastos que demanda el cumplimiento de sus fines: El objetivo del tributo es fiscal, es decir, que su cobro tiene su razón de ser en la necesidad de obtener ingresos para cubrir los gastos que le demanda la satisfacción de las necesidades públicas. Además el tributo puede perseguir también fines extra fiscales, o sea, ajenos a la obtención de ingresos. (Villegas 1999, p.67).

     Clasificación de los Tributos 
         Existen diversas clasificaciones, sin embargo, la clasificación más aceptada por la doctrina y el Derecho Positivo los divide en: Impuestos, Tasas y Contribuciones Especiales. En este caso se presenta la clasificación según Moya (2000):

a. Impuestos

b. Tasas y

c. Contribuciones Especiales

         Estas categorías no son sino especies de un mismo género, y la diferencia se justifica por razones políticas, técnicas y jurídicas. A continuación se definen cada uno de ellos:

     Los Impuestos
         Los impuestos de acuerdo con la clasificación anterior constituyen una especie dentro del género de los tributos, Jiménez (2002), presenta una definición de los impuestos en los siguientes términos: “Son impuestos las prestaciones en dinero o en especie que el Estado fija unilateralmente y con carácter obligatorio a todos aquellos individuos cuya situación coincida con la que la ley señala como hecho generador del crédito fiscal” (p.60). Adicionalmente, Moya (2003), señala que los impuestos “son el tributo exigido por el Estado a quienes se hallan en las situaciones consideradas por la ley como hechos imponibles, siendo estos hechos imponibles ajenos a toda actividad estatal relativa al obligado” (p.190). 

         De estas definiciones se pueden extraer las características de los impuestos:

a. Una obligación de dar dinero o cosa (prestación). 

b. Emanada del poder de imperio estatal, lo que se supone su obligatoriedad y la compulsión para hacerse efectivo su cumplimiento. 

c. Establecidos por la ley. 

d. Aplicable a personas individuales o colectivas. 

e. Que se encuentren en distintas situaciones predecibles como puede ser determinada capacidad económica, realización de ciertos actos, entre otras.

     Por otra parte, Moya (2000), clasifica los impuestos de la siguiente manera:
a) Directos: Cuando extraen el tributo en forma inmediata del patrimonio, de acuerdo con la capacidad contributiva favorecida en su formación por la contraprestación de servicios públicos, dentro de esta clasificación se encuentra el impuesto sobre la renta. En este orden de ideas, el impuesto no se traslada, sino, que lo soporta el contribuyente.

b) Indirectos: Gravan el gasto, consumo o bien la transferencia de riqueza, tomados como índice o presunción de la existencia de la capacidad contributiva, indirectamente relacionada con la prestación de servicios públicos, ejemplo de esta clasificación seria impuesto al valor agregado. En estos casos el contribuyente no soporta el impuesto, en virtud que lo traslada al consumidor final.

c) Reales: Aquellos que no toman en cuenta la capacidad económica o la condición social del contribuyente o los elementos personales tales como: Nacionalidad, edad, sexo, estado civil, entre otras.
d) Personales: Los impuestos en los que la determinación se realiza con participación directa del contribuyente, como por ejemplo la declaración jurada de bienes, declaración de impuesto sobre la renta.
e) Proporcionales; Son aquellos que mantienen relación constante entre la cuantía y el valor de la riqueza gravada, tienen una alícuota única.
f) Progresivos: Los que en relación de cuantía del impuesto con respecto al valor de la riqueza gravada aumenta a medida que aumenta el valor de ésta, la alícuota aumenta a medida que aumenta el monto gravado. (p.113-114).
         Considerando las diversas interpretaciones acerca de los impuestos se plantea que son tributos cuyo hecho imponible se define sin referencia a servicios prestados o actividades desarrolladas por la administración pública.
          Por otra parte, no tienen una vinculación directa con la prestación de un servicio público o la realización de una obra pública. En los impuestos, el hecho imponible está constituido por negocios, actos o hechos que ponen de manifiesto la capacidad contributiva del contribuyente. Son los más importantes por el porcentaje que suponen del total de la recaudación pública.
Importancia de los Impuestos

         La importancia de los impuestos en Venezuela está dada en función del papel que los mismos representan para la economía del país, según la Biblioteca de Administración y Contaduría (2004) hace una exposición sobre la importancia de estos tributos, señalando que los numerosos impuestos actualmente en vigencia en nuestro país poseen un apreciable significado de diversos contenidos tales como:

a) Financiero; enorme cantidad de recursos que producen actualmente.
b) Presión fiscal; carga o gravamen para todas las empresas independientemente de su tamaño.
c) Políticas fiscales; medidas que influyen en el nivel de precios, producción, inversión y empleo.

d) Presupuestario; porque son los que producen fondos para satisfacer las obligaciones del Estado.
e) Monetario; pues las políticas presupuestarias y la monetaria están íntimamente ligadas.
f) Económico; los autores continúan estudiando y analizando los efectos de los impuestos sobre el trabajo el ahorro el crecimiento de la economía, la inflación o sea, la elevación general del nivel de precios que se mide con el índice de precios al consumidor, reducción de la demanda, desviación de recursos y sobre la economía general de las naciones y de los contribuyentes.
g) Estructural; porque requieren del estado una formidable organización para atender tanto la determinación, recaudación, administración y control de parte del estado y sus entes como de las empresas (declaración, pago, control, dar respuestas a las reclamaciones y su requerimiento).

     Las Tasas
         Villegas (1999), define las tasas como" un tributo cuyo hecho generador está integrado con una actividad del Estado divisible e inherente, hallándose esa actividad relacionada directamente con el contribuyente" (p. 90). 

Considerando ésta definición la tasa podría referirse a prestaciones en dinero o en especie que fija la Ley con carácter general y obligatorio, a cargo de las personas físicas o morales para contribuir con los gastos públicos. Igualmente, es la parte de la renta nacional que el Estado se apropia para la satisfacción de las necesidades públicas. Al mismo tiempo, es una reducción de la riqueza privada, adquirida por el Estado o por sus entidades menores, destinada para el cumplimiento de los fines generales de la vida pública.
     Las Contribuciones Especiales
        Se ubican en situación intermedia entre los impuestos y las tasas. Esta categoría comprende gravámenes de diversa naturaleza definiéndose como "los tributos obligatorios debidos en razón de beneficios individuales o de grupos sociales derivados de la realización de obras, o gastos públicos, o especiales actividades del Estado” (Giuliani 1993, p. 295).
        Las contribuciones especiales se ubican en situación intermedia entre los impuestos y las tasas. Esta categoría comprende gravámenes de diversa naturaleza definiéndose como tributos obligatorios en razón de satisfacer necesidades de la colectividad por la realización de obras públicas u otras actividades financiadas por el Estado.

        Así mismo, incluye la contribución de mejoras por validación inmobiliaria a consecuencia de obras públicas, gravámenes de peaje por utilización de vías de comunicación (caminos, puentes, túneles) y algunos tributos sobre vehículos motorizados y diversas contribuciones que suelen llamarse.
El Impuesto al Valor Agregado
          El Impuesto al Valor Agregado se conoce también como “impuesto al valor añadido”, el mismo grava la transferencia de bienes muebles corporales y la prestación de servicios en general realizados en el país por las personas designadas en la ley como contribuyentes. 

     En este sentido, Moya (2003), señala:

Es un tributo que grava la enajenación de bienes muebles, la prestación de servicios y la importación de bienes, aplicable en todo el territorio nacional, que deberán pagar las personas naturales o jurídicas, las comunidades, las sociedades irregulares o de hecho, los consorcios y demás entes jurídicos  y económicos, públicos o privados, que en su condición de importadores de bienes habituales o no, de fabricantes, productores, ensambladores, comerciantes y prestadores de servicios independientes, realicen actividades definidas por la ley como hechos imponibles (p.274).
        De conformidad con esta definición, se puede señalar que este impuesto grava la venta de bienes y la prestación de servicios, tiene un ámbito de aplicación nacional. Es decir, que en términos generales el IVA es un impuesto nacional a los consumos que tiene que ser abonado por las personas, naturales y jurídicas, en cada una de las etapas del proceso económico, en proporción al valor agregado del producto, así como sobre la realización de determinadas obras y locaciones, y la prestación de servicios.
        Al analizar estas definiciones se expresa que el Impuesto al valor agregado también conocido como valor añadido es un tributo que grava la enajenación de bienes muebles, la prestación de servicios y la importación de bienes, aplicable en todo el territorio nacional, que deberán pagar las personas naturales o jurídicas, las comunidades, las sociedades irregulares o de hecho, los consorcios y demás entes jurídicos y económicos, públicos o privados, que en su condición de importadores de bienes, habituales o no, de fabricantes, productores, ensambladores, comerciantes y prestadores de servicios independientes, realicen las actividades definidas por la Ley como hechos imponibles. 
Características del Impuesto al Valor Agregado
        Diversos autores han presentado las características del IVA, señalando 
que el mismo está establecido en una ley, de conformidad con el principio de legalidad, es un impuesto indirecto que grava manifestaciones mediatas de riqueza, es un impuesto real que no considera la capacidad económica ni las condiciones subjetivas del contribuyente, es un impuesto a la circulación, debido a que grava los movimientos de riqueza involucrados en el movimiento económico de los bienes y servicios, no es un impuesto acumulativo o piramidal, con este impuesto no se incurre en una doble tributación con el gravamen del impuesto, ya que se traslada por etapas, el consumidor final es quien soporta el impuesto.
     Por otra parte el Ministerio de Finanzas (2002), hace mención a las siguientes características:
a. Generalidad y Uniformidad: Al ser un impuesto plurifásico se exige en todas las fases de la producción y distribución; y el incidir solo sobre la parte de valor añadido en cada fase, la cuota constituye un porcentaje uniforme del precio de venta. Es decir, el IVA exige simplicidad, por lo que las propuestas tendentes a introducir más exenciones que las estrictamente necesarias, tipos impositivas diversificadas o cualquier otra especialidad, constituyen siempre un elemento perturbador dentro del sistema.

b. Abundante Recaudación: La recaudación es una nota presente en todas las formas de imposición a las ventas. Como contrapartida deben tenerse presente los riesgos de elevación de precios e incremento de la inflación que la introducción del IVA suele ocasionar.

c. Estímulo a la Inversión: A través de las diversas formas que el IVA puede adoptar en cada caso (tipo renta o tipo consumo, fundamentalmente), no solo se evita la doble imposición de los bienes de equipo que los impuestos acumulados normalmente comportan, sino que se favorece su adquisición mediante la práctica de las deducciones legalmente previstas.

d. Agiliza el Comercio Exterior: En la medida que permite calcular con exactitud tanto el impuesto incorporado al precio del producto importado, a efectos de la oportuna compensación de cargas respecto a los productos nacionales, como el que recae sobre los productos exportados, a efectos de la desgravación correspondiente, es decir, en los países donde está establecido el IVA sólo se desgrava el impuesto efectivamente soportado, evitándose así las diferencias entre presión efectiva y desgravación a la exportación propias de los impuestos plurifásicos de carácter acumulativo o en cascada.

e. Facilita la Gestión Tributaria: Siempre que el IVA se apoye, como es imprescindible, en un adecuado nivel de información contable, la comprobación e inspección del tributo se facilita mediante el recurso a sistema de contabilidad cruzada elemental.
     De acuerdo a las características del IVA, salta a la vista las ventajas de tal gravamen entre las que se destacan: Permite el tratamiento equitativo de las importaciones y exportaciones, responde a las fluctuaciones de la actividad económica, causa en todas las etapas del proceso de producción, distribución y venta de los bienes, es menos susceptible de evasión, ya que se liquida al momento de ocurrir y materializarse el hecho imponible. 
La Administración Tributaria

         En Venezuela, la Administración Tributaria está representada por el Servicio Nacional Integrado de Administración Aduanera y Tributaria (SENIAT), el cual se creó mediante el decreto Nº 310 del 10 de Agosto de 1994, publicado en Gaceta Oficial Nº 35.525 (del 16 de agosto de 1994), como un servicio autónomo, sin personalidad jurídica, con autonomía funcional y financiera, y con su propio sistema profesional de recursos humanos. 
         La Administración Tributaria se organiza como una entidad de carácter técnico, dependiente del Ministerio de Finanzas, cuyo objetivo principal es la administración del sistema de los ingresos tributarios nacionales. Su misión es la de contribuir en forma activa con la formulación de la política fiscal-tributaria, modernizar y administrar eficaz y eficientemente el sistema de recaudación de los tributos nacionales, propiciando el desarrollo de una cultura tributaria, bajo los principios de legalidad, honestidad, equidad y respeto al contribuyente con el fin de mejorar la calidad de vida de la población.

         De acuerdo con lo establecido en la Resolución N° 32 de fecha 24 de marzo de 1995, en la cual se define la organización, atribuciones y funciones del SENIAT, la Gerencia Regional de Tributos Internos de la Región Central está obligada a cumplir con las normas y disposiciones que regulan las obligaciones y los procedimientos de renta interna, los procesos de administración, recaudación, control, fiscalización, determinación, liquidación e inspección de los Tributos Nacionales. 
         El Servicio Nacional Integrado de Administración Aduanera y Tributaria (SENIAT), tiene competencia sobre todo el territorio nacional, su sede principal se encuentra en la ciudad de Caracas y está dividida en Regiones: Capital, Central, Occidental, Los Llanos, Zuliana, Los Andes, Nor-Oriental, Guayana e Insular.

        La Región Los Andes abarca los Estados Mérida, Trujillo, Táchira y Municipio Páez del Estado Apure. La Gerencia Regional se encuentra ubicada en San Cristóbal, Estado Táchira y en los demás Estados existen oficinas denominadas Sectores que están ubicadas en las ciudades de Mérida, Barinas y Valera, las cuales dependen directamente de la Gerencia Regional Los Andes. 

        El Sector de tributos internos de Mérida, se encuentra conformado por las siguientes áreas:

1. Coordinación de Asistencia al Contribuyente, constituida por la unidad de orientación tributaria

2. Coordinación de Administración, conformada por la unidad de informática, unidad de contabilidad, unidad de presupuesto, unidad de habilitado, unidad de compras y servicios y unidad de almacén

3. Coordinación de Recaudación, integrada por la unidad de cobros administrativos, unidad de sucesiones, unidad de liquidación, unidad de Rif, unidad de tierras, unidad técnica de licores y unidad de especies fiscales y formularios

4. Coordinación de Fiscalización, constituida por la unidad de selección previa, unidad de presencia fiscal y unidad de determinación y avalúos

5. Coordinación de Tramitaciones, conformada por la unidad de correspondencia, unidad de notificaciones, unidad de vivienda principal y unidad de archivo

6. Coordinación de Recursos Administrativos y Judiciales, integrada por la unidad de recursos jerárquicos, la unidad de recursos administrativos y la unidad de recursos judiciales.

         Para mejor comprensión se muestra a continuación el organigrama del Sector de Tributos Internos de Mérida, donde se desarrollará la investigación objeto de estudio, el cual  es el siguiente:
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Gráfico 1. Organigrama del Sector de Tributos Internos de Mérida. Ramírez (2009). Con base en información suministrada por la Unidad de Recursos Humanos del Sector de Tributos Internos Mérida

        La Administración Tributaria, como entidad que forma parte de la administración pública está sometida a los principios rectores que orientan al accionar de ésta última. Debiéndose regir por las disposiciones que de manera muy clara y expresa, consagra la Constitución Nacional de 1999. Igualmente, la concepción de la administración pública y en consecuencia de la administración tributaria tiene como principio el garantizar transparencia, idoneidad y celeridad en las actuaciones.
Fiscalización

        Según Pittaluga (1998), la fiscalización en un sentido amplio se define de la siguiente manera:

Es el conjunto de operaciones instrumentales destinadas a recolectar datos pertinentes al cumplimiento de los deberes y obligaciones tributarias. Se trata de una actividad administrativa cuyo presupuesto en sentido técnico-jurídico es la atribución de una potestad de comprobación, es decir, la comprobación tributaria, la búsqueda de los hechos y datos que ignora la Administración, o de criterios que le permitan a la autoridad establecer la corrección o inexactitud de lo aportado u ocultado por los contribuyentes (p.11).

          En este orden de ideas, el objetivo de la fiscalización, es el de verificar el cumplimiento y aplicación de los procedimientos y normas tributarias, con el propósito de incrementar la recaudación como consecuencia del control de la evasión procurando la aplicación del principio de equidad y justicia tributaria.
          En Venezuela, el principio rector de la actividad fiscalizadora, como bien lo ha expresado la jurisprudencia, es que la administración tributaria debe agotar todo los recursos a su alcance para determinar con precisión, sobre datos ciertos y veraces, la renta imponible de los contribuyentes, teniendo siempre presente que su misión es la de fijar en sus justos limites la capacidad contributiva de aquellos. 

           Por ello se ha dicho que por cuanto el proceso de fiscalización está relacionado con la facultad que tiene la administración tributaria de investigar la real capacidad contributiva de los sujetos pasivos de los impuestos, esa facultad no puede ejercerse solamente para adicionar factores positivos o rechazar los factores negativos de las bases de depuración; antes por el contrario, ha de reconocer también los factores favorables al contribuyente, que hacen parte de los desfavorables.
        Al analizar estas consideraciones se comenta que la fiscalización es un mecanismo de control que tiene una connotación muy amplia; se entiende como sinónimo de inspección, de vigilancia, de seguimiento de auditoría, de supervisión, de control y de alguna manera de evaluación, ya que evaluar es medir, y medir implica comparar. Al mismo tiempo, significa, cuidar y comprobar que se proceda con apego a la ley y a las normas establecidas al efecto.
     Procedimiento de Fiscalización 

        Para Fermín (2001), El “procedimiento de fiscalización constituye la fase o etapa inicial del procedimiento administrativo tributaria”. (p.235) . Sin la menor duda la fiscalización tributaria es el evento de mayor tensión entre la Administración y el administrado y ello por la sencilla razón de que, en la mayoría de los casos, esta actuación tan importante se degrada a una especie de contienda entre el fiscal y el administrado, quien se tiene por evasor mientras no demuestre lo contrario.

       Esta relación poco productiva y que normalmente desemboca en conflictos totalmente inútiles para ambas partes puede originarse por: 

(i) Como consecuencia de una mala aplicación de las leyes, bien por el funcionario actuante o bien por el ciudadano fiscalizado; o, 

(ii) Como resultado de un desconocimiento de las garantías y derechos del ciudadano fiscalizado por parte del ente fiscalizador o de la ignorancia del ciudadano fiscalizado en cuanto a cuáles son las competencias del funcionario que fiscaliza.

         La fiscalización es un procedimiento administrativo y como tal sólo puede iniciarse y conducirse por un funcionario debidamente autorizado para ello. La fiscalización tributaria es una potestad administrativa, ésta se desarrollan mediante el ejercicio de competencias. Por su parte, la competencia es la atribución de una facultad que sólo puede provenir de la ley y ejercerse dentro del marco de la misma.

         De acuerdo a lo anterior, los funcionarios fiscalizadores sólo pueden hacer aquello que la ley les autoriza de manera expresa y no lo que según su criterio pueden hacer, todo ello de conformidad con los artículos 137 y 138 de la Carta Magna “Esta Constitución y la ley definen las atribuciones de los órganos que ejercen el Poder Público, a las cuales deben sujetarse las actividades que realicen” y “Toda autoridad usurpada es ineficaz y sus actos son nulos”, también hay que tener en cuenta los artículos 121, 127 y 145 del COT, ya que en los mismos se establece que la administración tributaria tiene una cantidad de competencias para fiscalizar el cumplimiento de las obligaciones y deberes tributarios. Pero a la vez, estas normas fijan lo único que puede hacer la administración tributaria en el curso de una fiscalización. 

        La fiscalización tributaria es un procedimiento administrativo orientado a verificar el cumplimiento de las obligaciones y deberes formales tributarios e imponer las sanciones correspondientes. Para ejecutar la fiscalización, la administración tributaria tiene competencia para requerir, examinar, copiar e incluso retener: libros de contabilidad, facturas y demás comprobantes, libros legales, contratos, soportes informáticos, etc. Sí la administración tributaria ejerce alguna de estas atribuciones, la defensa del contribuyente frente al proceso de fiscalización estará centrada en los siguientes aspectos:

        Sólo existe la obligación de entregar la información que es relevante a los fines tributarios, es decir, aquella de la cual es posible determinar el cumplimiento o incumplimiento de las obligaciones y deberes formales tributarios, según lo dispuesto en el artículo 130 del COT (2001), el cual establece:
Artículo 130: Los contribuyentes y responsables, ocurridos los hechos previstos en la Ley cuya realización origina el nacimiento de una obligación tributaria, deberán determinar y cumplir por sí mismos dicha obligación o proporcionar la información necesaria para que la determinación sea efectuada por la Administración Tributaria, según lo dispuesto en las leyes y demás normas de carácter tributario…”

Verificación

         La “verificación” es la acción de probar sí una cosa es verdadera y desde el punto de vista tributario, de acuerdo con lo establecido en el COT (2001), la verificación es el ajuste de las declaraciones presentadas por los contribuyentes o responsables, a fin de liquidar las diferencias a que hubiere lugar, sobre la base de los datos contenidos en ellas y en sus anexos, sin perjuicio de la facultad de la administración de utilizar la información automatizada de que disponga para constatar la veracidad de las informaciones y documentos suministrados por los contribuyentes.

         A estas razones, Ruan (2002), señala que la facultad de verificación se extiende a la verificación de los deberes formales establecidos en el COT y del cumplimiento de los deberes de los agentes de retención y percepción, con la particularidad de que en todos estos supuestos se trata de una comprobación abreviada y afirma que el mismo no requiere de un levantamiento de acta de reparo y cuyos resultados se plasman directamente en una resolución de la administración, conforme con lo establecido en los artículos 172 al 176 del COT (2001).

         Sobre este particular, es importante destacar  que la verificación de los deberes formales es llevada a cabo por la administración tributaria a través de la Gerencia de Fiscalización de este organismo y en los últimos años se han incrementado los operativos de verificación en el marco del Plan Evasión Cero. Así mismo, la verificación puede culminar, bien con un Acta de Conformidad si la administración tributaria no encuentra irregularidades en la información y/o documentos suministrados, o bien con una Resolución Sancionatoria en caso de existir irregularidades en la información y/o documentos entregados.
Potestad de Fiscalización
         Como se ha mencionado anteriormente, la administración tributaria tiene amplias facultades para intervenir en el círculo privado del contribuyente o responsable a los fines de fiscalizar y determinar de oficio la obligación tributaria. Esto tiene la finalidad de comprobar la exactitud y veracidad de los datos contenidos en las declaraciones presentadas por los sujetos pasivos y que servirán de base a la determinación de la obligación tributaria efectuada por éstos, así como investigar la existencia de hechos imponibles no declarados, o bien, declarados sólo de manera parcial o falsamente, además de detectar y sancionar las infracciones al ordenamiento tributario en que aquéllos hubieran podido incurrir. 

         En este orden de ideas, la función fiscalizadora de la administración constituye una típica actividad de control a posteriores del cumplimiento de las obligaciones y deberes fiscales impuestos a los particulares, que se concreta en la práctica en aquellos casos en que exista la necesidad de suplir la actuación de los sujetos pasivos, cuando éstos hubieren omitido cumplir con su deber de determinar en ingresar los tributos a que hubiere lugar, o bien para rectificar o complementar las declaraciones efectuadas por aquellos en forma incorrecta o regular, así como para imponer las sanciones que resultaren procedentes por infracciones al ordenamiento tributario. Según señala Marrero (1996), la potestad de fiscalización:

Conlleva de suyo el poder de investigar todos los hechos y datos declarados y no declarados o que debieron serlo, así como para pesquisar todos los elementos que directa o indirectamente revelen la existencia de hechos o situaciones que puedan calificarse como hechos imponibles (p. 111).
         De lo anteriormente expuesto, se entiende que a toda potestad que posea la administración pública como un poder frente a los contribuyentes, en donde la administración puede “unilateralmente” crear nuevas situaciones jurídicas, ello se puede materializar en diversas obligaciones en la esfera de los administrados siempre bajo la justificación del interés público. En esa línea la fiscalización realizada por la administración tributaria se aproxima al interés recaudador, bajo el deber fundamental de tributar de los ciudadanos de un estado.
Facultades de Fiscalización de la Administración Tributaria
         El artículo 127 del COT (2001), otorga a la administración tributaria las más amplias facultades de fiscalización e investigación, entre las cuales se cuenta:

a) Exigir la exhibición de la contabilidad y demás documentos relacionados con la actividad del contribuyente o responsable.

b) Exigir la comparecencia antes sus oficinas o responder a las preguntas que se le formulen o a reconocer firmas.

c) Requerir copia de la totalidad o parte de los soportes magnéticos, así como información relativa a los equipos y aplicaciones utilizados, características técnicas del hardware o software, sin importar que el procedimiento de datos se desarrollen con equipos propios o arrendados o que el servicio sea prestado por un tercero.

d)  Adoptar las medidas administrativas necesarias para impedir la destrucción, desaparición o alteración de la documentación que se le exija, incluidos los registrados en medios magnéticos o similares, así como de cualquier otro documento de prueba relevante para la determinación de la administración tributaria, cuando se encuentren éste en poder del contribuyente responsable o tercero.
e) Requerir el auxilio del Resguardo Nacional Tributario o de cualquier fuerza pública cuando hubiere impedimento en el desempeño de sus funciones y ello fuese necesario para el ejercicio de las facultades de fiscalización, etc.

         El ejercicio de la facultad de fiscalización dentro del proceso de fiscalización constituye la fase preparatoria a la determinación de la obligación tributaria y se desarrolla principalmente a través de:
a) El requerimiento al contribuyente o responsable de la información y documentación necesaria para la determinación del tributo respectivo.

b) El acceso a los archivos y documentos del contribuyente relacionados con la determinación de la obligación tributaria, libro de contabilidad, declaraciones del tributo, en el supuesto que se hayan presentado, facturas, etc.

c) El análisis de la información y documentación del contribuyente a los fines de constatar si la determinación del tributo objeto de la fiscalización es conforme a la ley tributaria respectiva.

d) La emisión de un acto administrativo en la cual se deja constancia de la situación tributaria del contribuyente, ya sea señalando que esta es correcta (acta de conformidad) o que existen objeciones o reparos en la determinación del tributo fiscalizado (acta de reparo fiscal).

          Ahora bien, el ejercicio de las facultades de fiscalización esta sometido a ciertas limitaciones referidas al período de tiempo que deben emplearse en su desarrollo, el ámbito territorial en el cual puede desempeñar sus funciones de fiscalización el funcionario público autorizado al efecto al contribuyente responsable sobre el cual puede recaer la investigación y a los tributos, elementos de la base imponible y periodos fiscales a investigar.
         Las normas anteriores dejan claro que a pesar de las amplias facultades de que está dotada la administración tributaria venezolana para el cabal ejercicio de sus funciones, dichas atribuciones o facultades se encuentran delimitadas por preceptos constitucionales y legales de obligatoria observación, siendo consideradas en el momento de su utilización.
Imagen de la Empresa

         Para Stanton, Etzel y Walker (2007),  la imagen corporativa se apoya en el mercadeo para relacionarse con el cliente, en el sentido de satisfacer sus necesidades coordina una serie de actividades que implica la venta de bienes y servicios, alcanzando de ese modo los objetivos de la empresa.
         Kotler y Armstrong (2001), lo definen como un “proceso social y gerencial por el que individuos y grupos obtienen lo que necesitan y desean, creando e intercambiando productos y valor con otros” (p.3). Tal definición abarca que para el mercadeo, el logro de las metas de la organización depende de la determinación de las necesidades y deseos de los mercados meta, proporcionando la satisfacción adecuada de forma más eficaz y eficiente que los competidores.

         Tales autores coinciden en conceptualizar la imagen de la empresa como la orientación con la que se gestiona el mercadeo o la comercialización dentro de una organización, buscando así fidelizar a los consumidores, mediante herramientas y estrategias que se posicionan  en la mente de éstos por un producto o marca. Buscando ser la opción principal y llegar a ser para el usuario final, parte de sus necesidades, diseñando, organizando, ejecutando y controlando las funciones de comercialización de la empresa.

 En otro orden de ideas, Stanton et al. (2007), expresan que en el ámbito nacional; la eficiencia del mercadeo en las organizaciones con el uso de la nueva tecnología  les permite mantener el contacto directo con los clientes, a través de una amplia gama de medios y sistemas de distribución que facilita una pronta y fácil disponibilidad de los bienes a precios accesibles a todos los consumidores. De igual forma, el mercadeo a través de la transportación, distribución y la atención al cliente, es un factor determinante para generar empleo en toda nación. 

         En el ámbito de las empresas; el éxito de toda organización es satisfacer los deseos de sus clientes, el cual es la base fundamental para toda compañía. Así mismo, cuando muchas actividades son claves para el crecimiento de una empresa, el mercadeo es la única que genera ingresos directamente.
Proveedores

         Para Velásquez (2004), una de las funciones del sistema de compras es la de proveer de lo necesario para las operaciones de la organización y obviamente debe tener una relación directa con sus proveedores. Es así que sugiere la necesidad de crear un clima de buena voluntad para la organización, mediante unas relaciones comerciales cordiales, manteniendo y desarrollando una selección de proveedores acorde a sus necesidades de producción para obtener el mejor valor en los insumos adquiridos y al precio más bajo posible.

 De las ideas expuestas, se entiende que la relación entre organización y proveedor es de mutua ayuda en ambas partes en donde el proveedor, sobrevive gracias al comercio que realiza con la organización y ésta, necesita suministradores de confianza, que conozcan sus necesidades y expectativas. 

         Por tanto, los proveedores tienen un carácter vital para la empresa, en donde juega un papel fundamental la gestión de inventarios y mantener así su nivel de actividad.  Las buenas relaciones y marcha de los negocios entre los proveedores y el resto de la organización, cubriendo así las necesidades y expectativas del consumidor y su entorno.
Situación Financiera de la Empresa
         Ortiz (2003), considera la idea que el diagnostico financiero se realiza 
para indagar la situación económica de una empresa, sus fortalezas y debilidades a través de los estados financieros permitiendo obtener la información necesaria para adoptar decisiones que corrijan, mejoren o beneficien el desarrollo de la empresa.

          Por lo antes expuesto se interpreta que un diagnostico de éste tipo, es un proceso de análisis de los estados financieros de la empresa, a fin de determinar la situación financiera y emitir conclusiones acerca de las bondades o deficiencias de la misma, a través de indicadores financieros, para la oportuna toma de decisiones.

  El análisis de los estados financieros según Brigham y Houston (2005), consiste en comparar el desempeño de una empresa con el de otras de la misma industria; evaluar las tendencias de la posición financiera de la empresa a través del tiempo, esto ayudara a identificar las deficiencias y tomar las medidas correctivas para mejorar el desempeño.

  Igualmente Brealey, Myers y Allen (2006), afirman que analizar los estados financieros proporciona la información que permite evaluar la posición económica de la empresa, por lo tanto el análisis de los estados financieros ofrece la información de la posición o situación económica de la empresa en determinado momento, permiten predecir las ganancias y lo que es más importante es el comienzo para la planeación de las actividades que mejoraran el desempeño del futuro.

         En síntesis, analizar los estados financieros permite determinar la situación financiera de la empresa, evaluando la posición económica que posee, permite a los accionistas de la empresa tener las expectativas sobre las utilidades y dividendos que puede generar, así como también los riesgos operacionales o financieros que pueda enfrentar; a fin de identificar las acciones correctivas, con una buena toma de decisiones que permita mejorar el desempeño de la empresa.

Flujo de Caja

         Según Botero (2009), el flujo de caja es la presentación sobre un cuadro, en cifras, para diversos períodos hacia el futuro, y para diversos ítems o factores, de cuando va a entrar o salir, físicamente, dinero.

El objetivo fundamental del flujo de caja es apreciar, por período, el resultado neto de Ingresos menos giros de dinero, es decir, en qué período va a sobrar o a faltar dinero, y cuánto, a fin de tomar decisiones sobre qué hacer o en que invertir el dinero cuando sobra, es decir, cuando hay excedente de caja, o conseguir el dinero que se necesita para operar, bien con socios o con financiadores.

Por otra parte, Álvarez (2009), lo conceptualiza como el movimiento de efectivo que tiene una empresa en un período de tiempo determinado, es decir, de cuánto dinero dispone la organización en un momento dado. Como es de suponer, para que una determinada empresa tenga una buena salud financiera, uno de los requisitos es que el saldo del flujo de caja resulte positivo, es decir, sus cobros resulten superiores a los pagos. Esto apunta a que la empresa deberá realizar un seguimiento constante de la situación financiera, pues el carácter permanente del ciclo productivo (considerando tanto la producción de bienes como de servicios) determina la existencia de obligaciones de pago, no solo con los proveedores, sino también con los trabajadores, con los bancos y con el estado.

El flujo de caja es un instrumento de control, toda vez que permite conocer cómo se desarrolla la situación financiera de una empresa. Mediante el empleo del flujo de caja puede incluso estimarse en el corto plazo el comportamiento financiero, a partir de conocer las obligaciones de pago contraídas, las deudas de los clientes y las ventas proyectadas.

Al analizar las anteriores consideraciones cabe señalar que las empresas que llevan al día su flujo de caja pueden identificar con mayor claridad y precisión las magnitudes de sus compromisos, con lo cual están en mejores condiciones para enfrentarlos y en casos de ser necesario iniciar estrategias de negociación con sus principales clientes, proveedores y acreedores. Un seguimiento sistemático de dicho estado financiero permite anticipar problemas, es decir, trabajar más en acciones preventivas que curativas las cuales requieren de menos dinero en efectivo, pero de más gerencia.
Bases Legales

         En toda investigación las bases legales representan las disposiciones de carácter normativo que fundamentan el estudio, en este punto se toman en consideración las leyes y otros instrumentos jurídicos vigentes que se relacionan con el Impuesto al Valor Agregado, específicamente con el cumplimiento de deberes formales y con la medida de clausura de los establecimientos. Dentro de estas leyes y normas se encuentran: la Constitución de la República Bolivariana de Venezuela de 1999, el Código Orgánico Tributario de 2001, la Ley del Impuesto al Valor Agregado de 2005, el Reglamento de la Ley del Impuesto al Valor Agregado de 1999, la Resolución N° 320 que regula la Emisión de Facturas y  demás Documentos equivalentes y la Providencia N° 1.677 sobre las obligaciones que deben cumplir los contribuyentes formales del Impuesto al Valor Agregado, en relación a los documentos que soportan las ventas y las relaciones de compras y de ventas.
Constitución de la República Bolivariana de Venezuela

         La Constitución de la República Bolivariana de Venezuela se publica en la Gaceta Oficial N° 36.860 de fecha 30 de diciembre de 1999, sin embargo, se reforma debido a errores materiales y es publicada nuevamente en el año 2000 mediante la Gaceta Oficial N° 5.453 de fecha 24 de marzo de ese mismo año. En materia tributaria es importante acotar que este instrumento jurídico establece los principios constitucionales tributarios, la misma garantiza la coordinación y armonización de las potestades tributarias, define los parámetros y limitaciones, especialmente para la determinación de los diversos tributos.
Código Orgánico Tributario
         El Código Orgánico Tributario fue publicado en Gaceta Oficial N° 37.305 de fecha 17 de octubre de 2001, atendiendo a lo establecido en la Disposición Transitoria Quinta de la Constitución de la República Bolivariana de Venezuela de 1999, según la cual se debía reformar este instrumento legal. 

         Este Código establece los parámetros por los cuales debe regirse la tributación en el país, las normas que contiene el mismo son aplicables a los tributos nacionales y a las relaciones jurídicas derivadas de ellos y se aplica de manera supletoria a los tributos estadales y municipales. Dentro de las disposiciones que contiene el COT se encuentran, como se ha mencionado en puntos anteriores, las normas relativas a los ilícitos tributarios y las sanciones por el incumplimiento de los deberes formales. 
Deberes Formales de los Contribuyentes:
         Los deberes formales de los contribuyentes se refieren a las “formalidades” que deben cumplir los contribuyentes en su relación con la administración tributaria, los mismos están establecidos de manera general en el COT y de forma detallada en las Leyes Especiales, Reglamentos; así como también, en los Decretos y Resoluciones de los tributos respectivos. En  este sentido, se mencionan a continuación los deberes formales previstos en el artículo 145 del citado Código, según el cual los contribuyentes, responsables y terceros están obligados a cumplir con los deberes formales relativos a las tareas de fiscalización e investigación que realice la administración tributaria y, en especial, deberán:

1. Cuando lo requieran las leyes o reglamentos:
a. Llevar en forma debida y oportuna los libros y registros especiales, conforme a las normas legales y los principios de contabilidad generalmente aceptados, referentes a actividades y operaciones que se vinculen a la tributación y mantenerlos en el domicilio o establecimiento del contribuyente y responsable.

b. Inscribirse en los registros pertinentes, aportando los datos necesarios y comunicando oportunamente sus modificaciones.

c. Colocar el número de inscripción en los documentos, declaraciones y en las actuaciones ante la Administración Tributaria o en los demás casos en que se exija hacerlo.

d. Solicitar a la autoridad que corresponda permisos previos o de habilitación de locales.

e. Presentar, dentro del plazo fijado, las declaraciones que correspondan.

2. Emitir los documentos exigidos por las leyes tributarias especiales, cumpliendo con los requisitos y formalidades en ellas requeridos.

3. Exhibir y conservar en forma ordenada, mientras el tributo no esté prescrito, los libros de comercio, los libros y registros especiales, los documentos y antecedentes de las operaciones o situaciones que constituyan hechos imponibles. 

4. Contribuir con los funcionarios autorizados en la realización de las inspecciones y fiscalizaciones, en cualquier lugar, establecimientos comerciales o industriales, oficinas, depósitos, buques, aeronaves y otros medios de transporte.

5. Exhibir en las oficinas o ante los funcionarios autorizados, las declaraciones, informes, documentos, comprobantes de legítima procedencia de mercancías, relacionadas con hechos imponibles, y realizar las aclaraciones que les fueren solicitadas.

6. Comunicar cualquier cambio en la situación que pueda dar lugar a la alteración de su responsabilidad tributaria, especialmente cuando se trate del inicio o término de las actividades del contribuyente.

7. Comparecer a las oficinas de la Administración Tributaria cuando su presencia sea requerida.

8. Dar cumplimiento a las resoluciones, órdenes, providencias y demás decisiones dictadas por los órganos y autoridades tributarias, debidamente notificadas.
         En relación a los deberes formales antes descritos, se desarrollarán los que generan el cierre de los establecimientos, los cuales están vinculados directamente con la presente investigación y tipificados en el mencionado artículo, numeral 1, literal “a” y numeral 2; que corresponde a las formalidades que deben cumplir los comerciantes en materia de IVA, para los libros de compras y de ventas y para la emisión de facturas.
         En ese orden de ideas, se expresa que los deberes formales de los contribuyentes comprenden las actuaciones explícitas que impone la administración tributaria, a los administrados o personas naturales o jurídicas, en virtud de las disposiciones que establece el Código Orgánico Tributario y en los preceptos previstos en las leyes y reglamentos.

     Formalidades que deben cumplir los libros de compras y de ventas en materia de IVA para contribuyentes ordinarios:
         Para este caso, dichas formalidades están contenidas en la Ley de IVA y en su respectivo Reglamento, dentro de los cuales se pueden mencionar:
 Ley del IVA:
         Según el artículo 56 de esta Ley, los contribuyentes deben llevar los libros, registros y archivos adicionales que sean necesarios, además abrir las cuentas especiales del caso que permitan el control del cumplimiento de las disposiciones establecidas en esta Ley y de sus normas reglamentarias. Los contribuyentes deben conservar en forma ordenada, mientras no esté prescrita la obligación, tanto los libros, facturas y demás documentos contables, como los medios magnéticos, discos, cintas y similares u otros elementos, que se hayan utilizado para efectuar los asientos y registros correspondientes.

         Adicionalmente, los contribuyentes deben registrar contablemente todas las operaciones, incluyendo aquellas que no sean gravables con el impuesto al valor agregado, así como las nuevas facturas o documentos equivalentes y las notas de crédito y débito que emitan o reciban, de conformidad con las disposiciones que establece el artículo 58 de esta Ley. Además las operaciones deben registrarse en el mes calendario en que se consideren perfeccionadas, mientras que las notas de débitos y créditos se deben registrar, en el mes calendario en que se emitan o reciban los documentos que las motivan.

         Este artículo también señala que los contribuyentes deben abrir cuentas especiales para registrar los impuestos o débitos fiscales generados y cargados en las operaciones y trasladados en las facturas, así como los consignados en las facturas recibidas de los vendedores y prestadores de servicio que sean susceptibles de ser imputados como créditos fiscales. Los importadores deben, igualmente abrir cuentas especiales para registrar los impuestos pagados por sus importaciones y los impuestos cargados en sus ventas. 

         Por otra parte, el parágrafo único del mencionado artículo dispone que la administración tributaria establecerá, mediante normas de carácter general, los requisitos, medios, formalidades y especificaciones, que deben cumplirse para llevar los libros, registros, archivos y cuentas previstos en este artículo, así como los sistemas administrativos y contables que usen a tal efecto. Además la administración tributaria puede igualmente establecer, mediante normas de carácter general, los términos y condiciones para la realización de los asientos contables y demás anotaciones producidas a través de procedimientos mecánicos o electrónicos.
         Partiendo de las formalidades que rezan en el artículo 56, al recaudar  mayores ingresos tributarios por parte de la administración tributaria se logra el cumplimiento de los programas sociales, pero es necesario compensar a los contribuyentes por la pérdida de la capacidad económica ante la presencia del IVA. Por otra parte, dicha Ley establece procedimientos para estudiar y analizar los problemas administrativos de los contribuyentes, ayudándoles de este modo a llevar un control del cumplimiento de los deberes formales. 
     Reglamento del IVA:
          En cuanto a los libros de compras y de ventas en materia de IVA el artículo 70 del Reglamento señala que Los contribuyentes del impuesto al valor agregado además de los libros exigidos por el Código de Comercio, deben llevar un Libro de Compras y de Ventas. En los cuales se deben registrar cronológicamente y sin atrasos las informaciones relativas a sus operaciones en el mercado interno, importaciones y exportaciones, documentos equivalentes de venta de bienes y servicios, así como las notas de débito y de crédito modificatorias de las facturas originalmente emitidas y otros comprobantes y documentos por los que se comprueben las ventas o prestaciones de servicios y las adquisiciones de bienes o recepción de servicios.
         En el artículo 71, se establece que los Libros de Compras y de Ventas deben mantenerse permanentemente en el establecimiento del contribuyente. Entre tanto, el artículo 72 señala que al final de cada mes en los Libros de Compras y de Ventas, se hará un resumen del respectivo período de imposición, indicando el monto de la base imponible y del impuesto, ajustada con las adiciones y deducciones correspondientes; el débito y el crédito fiscal, así como también un resumen del monto de las ventas de bienes y prestaciones de servicios exentas, exoneradas y no sujetas al impuesto y del monto de las exportaciones de bienes y servicios. Para los casos de las operaciones gravadas con distintas alícuotas deben indicarse dichos bienes separadamente, agrupándose por cada una de las alícuotas. 
         Tales resúmenes deben coincidir con los datos que se indicarán en el formulario de declaración y pago, medios y sistemas autorizados por el Ministerio de Finanzas para la declaración y pago del impuesto. Para aquellos contribuyentes que lleven más de un libro para el registro de sus compras y ventas, deben hacer en los mismos un resumen con los detalles de cada uno de ellos.

         Específicamente, en cuanto al libro de compras el artículo 75 del Reglamento señala que los contribuyentes ordinarios del impuesto deben registrar cronológicamente y sin atrasos en dicho libro, los siguientes datos:

a) La fecha y el número de la factura, nota de débito o de crédito por la compra nacional o extranjera de bienes y recepción de servicios y de la declaración  de Aduanas, presentada con motivo de la importación de bienes o la recepción de servicios provenientes del exterior.

b) El nombre y apellido del vendedor o de quien prestó el servicio, en los casos en que sea persona natural. La denominación o razón social del vendedor o prestador del servicio, en los casos de personas jurídicas, sociedades de hecho o irregulares, comunidades, consorcios y demás entidades económicas o jurídicas, públicas o privadas.

c) Número de inscripción en el Registro de Información Fiscal o Registro de Contribuyentes del vendedor o de quien preste el servicio, cuando corresponda.

d) El valor total de las importaciones definitivas de bienes y recepción de servicios discriminando las gravadas, exentas o exoneradas, registrando además el monto del crédito fiscal en los casos de operaciones gravadas. 

En el caso de operaciones gravadas con distintas alícuotas, deberán registrarse dichas operaciones separadamente, agrupándose por cada una de las alícuotas. 

e) El valor total de las compras nacionales de bienes y recepción de servicios discriminando las gravadas, exentas, exoneradas o no sujetas al impuesto o sin derecho a crédito fiscal, registrando además  el monto del crédito fiscal en los casos de operaciones gravadas.

En el caso de operaciones gravadas con distintas alícuotas, deberán registrarse dichas operaciones separadamente, agrupándose por cada una de las alícuotas.

     En cuanto al Libro de Ventas el artículo 76 del Reglamento señala que los contribuyentes deben registrar cronológicamente y sin atrasos en los dichos libros, las operaciones realizadas con otros contribuyentes o no contribuyentes, dejando constancia de los siguientes datos:
a) La fecha y el número de la factura, comprobantes y otros documentos equivalentes, notas de débito o de crédito y de la guía o declaración de exportación.

b) El nombre y apellido del comprador de los bienes o receptor del servicio, cuando se trate de una persona natural. La denominación o razón social si se trata de personas jurídicas, sociedades de hecho o irregulares, comunidades, consorcios y otros entes económicos o jurídicos, públicos o privados.

c) Número de inscripción en el Registro de Información Fiscal o Registro de Contribuyentes del comprador de los bienes o receptor del servicio.

d) El valor total de las ventas o prestaciones de servicios discriminando las gravadas, exentas, exoneradas o no sujetas al impuesto, registrando además el monto del débito fiscal en los casos de operaciones gravadas.

En el caso de operaciones gravadas con distintas alícuotas, deberán registrarse dichas operaciones separadamente, agrupándose por cada alícuota.

e) El valor FOB del total de las operaciones de exportación.

     El artículo 77 ejusdem señala que los contribuyentes deben registrar cronológicamente y sin atrasos en el Libro de Ventas, las operaciones realizadas con  no contribuyentes, indicando los siguientes datos:

a) Fecha y número del primer comprobante emitido en cada día, por las ventas de bienes o prestaciones de servicio, correspondiente al talonario utilizado.

b) Número del último comprobante emitido en cada día, por las ventas de bienes o prestaciones de servicio, correspondiente al talonario utilizado.

c) Monto total de las ventas de bienes y prestaciones de servicio gravados de cada día, por las cuales se han emitido comprobantes o documentos equivalentes.

d) Monto del impuesto en las operaciones del numeral anterior.

e) Monto de las ventas de bienes y prestaciones de servicio exentas, exoneradas o no sujetas del día, por las cuales se han emitido comprobantes o documentos equivalentes.
Parágrafo Primero: Cuando se utilicen simultáneamente varios talonarios de comprobantes, deberán efectuarse los asientos separadamente, por cada talonario y en la forma antes señalada.

Parágrafo Segundo: El registro de las operaciones contenidas en el reporte global diario generado por las máquinas fiscales, se reflejarán en el Libro de Ventas del mismo modo que se establece respecto de los comprobantes que se emiten a no contribuyentes, indicando además el número de registro de la máquina.
En el artículo 78, se establece que los contribuyentes que realicen a la vez ventas de bienes y prestación de servicio a contribuyentes y no contribuyentes, por las cuales emitan facturas, documentos equivalentes o comprobantes generados por máquinas fiscales, contabilizarán en el Libro de Ventas, en forma separada, ambos tipos de operaciones, de acuerdo con los requisitos correspondientes a cada documento, especificados en los artículos 76 y 77 de este reglamento.
         De los artículos anteriores que detallan las generalidades del impuesto al valor agregado (IVA), se interpreta que dicho tributo es un impuesto indirecto y una derivación de los impuestos a las ventas, tributos, estos, que económicamente inciden sobre los consumos. Es importante señalar que bajo la denominación genérica de impuesto al consumo se comprende aquellos que gravan en definitiva y como su nombre lo indica, al consumidor de un determinado bien.
     Formalidades que deben cumplir los libros de compras y de ventas en materia de IVA, para los contribuyentes formales:

         En este caso, las formalidades se encuentran establecida en la Providencia Administrativa N° SNAT/2003/1677 de fecha 14 de Marzo de 2003, reimpresa por error material en la Gaceta Oficial N° 37.677 de fecha 25 de Abril de 2003, en los siguientes términos: En el artículo 5, se encuentran las disposiciones relativas a la Relación de ventas, según el cual los contribuyentes formales deben llevar una relación cronológica mensual de todas las operaciones de venta, en sustitución del libro de ventas previsto en la Ley que establece el Impuesto al Valor Agregado, cumpliendo con las siguientes características:

a) Fecha 

b) Numeración de inicio de la factura del día

c) Numeración final de la factura del día

d) Monto consolidado de las ventas del día

          En cuanto a la relación de compras, el artículo 6 de esta providencia señala que los contribuyentes formales deben llevar una relación cronológica mensual de todas las operaciones de compra, en sustitución del libro de compras previsto en la Ley que establece el Impuesto al Valor Agregado, cumpliendo con las siguientes características:
a) La fecha y el número de la factura, nota de débito o de crédito por la compra nacional o extranjera de bienes y recepción de servicios, y de la declaración de Aduanas, presentada con motivo de la importación de bienes o la recepción de servicios provenientes del exterior.

Asimismo, deberán registrarse iguales datos de los comprobantes y documentos equivalentes, correspondiente a la adquisición de bienes y servicios.

b) El nombre y apellido del vendedor o de quien prestó el servicio, en los casos en que sea persona natural. La denominación o razón social del vendedor o prestador de servicio, en los casos de personas jurídicas, sociedades de hecho o irregulares, comunidades, consorcios y demás entidades económicas o jurídicas, públicas o privadas.

c) Número de Inscripción en el Registro de Información Fiscal o Registro de Contribuyentes del vendedor o de quien preste el servicio, cuando corresponda.

d) El valor total de las compras nacionales de bienes y recepción de servicios, registrando el monto soportado por el Impuesto al Valor Agregado en los casos de operaciones gravadas.
         En cuanto a la presentación de las relaciones de compras y ventas el artículo  7 de esta providencia establece que los contribuyentes formales, a solicitud de la administración tributaria, deben presentar la información contenida en la relación de compras y de ventas, estas pueden realizarse en medios magnéticos o electrónicos.

          El artículo 8 ejusdem hace referencia a la conservación de los documentos y relaciones de compras y ventas, señalando que los contribuyentes formales, a los efectos del Impuesto al Valor Agregado, deben conservar los duplicados de los documentos que amparan las operaciones de venta, los documentos originales de compras y las relaciones de compras y ventas, demás documentos contables, así como los medios magnéticos, discos, cintas y similares u otros elementos que se hayan utilizado para efectuar los asientos y registros correspondientes, por el lapso de prescripción establecido en el Capítulo VI, Titulo II, del Código Orgánico Tributario. 
          Sobre la base de los artículos expuestos, se plantea que las formalidades que deben cumplir los libros de compras y de ventas en materia de IVA, para los contribuyentes formales expresan que sólo están obligados a cumplir con los deberes formales al llevar una relación cronológica mensual de todas las operaciones de ventas. En cuanto a la relación de compras el artículo 6 de esta providencia señala que los contribuyentes formales deben llevar una relación cronológica mensual de todas las operaciones de compras .
     Formalidades que deben cumplir los contribuyentes ordinarios en relación a la emisión de facturas en materia de IVA: 
         Las formalidades que a continuación se mencionan están establecidas en la Ley del IVA, en los siguientes términos: El artículo 54 de esta ley señala que los contribuyentes ordinarios están obligados a emitir facturas por sus ventas, por la prestación de servicios y por las demás operaciones gravadas. En las mismas se debe indicar en partida separada el impuesto que autoriza esta Ley. Las facturas pueden ser sustituidas por otros documentos en los casos en que así lo autorice la Administración Tributaria.

         En los casos de operaciones asimiladas a ventas que, por su naturaleza no dan lugar a la emisión de facturas, el vendedor deberá entregar al adquirente un comprobante en el que conste el impuesto causado en la operación.

       La administración tributaria tiene la facultad de sustituir la utilización de las facturas en los términos establecidos en la Ley del IVA, por el uso de sistemas, máquinas o equipos que garanticen la inviolabilidad de los registros fiscales, así como establecer las características, requisitos y especificaciones que los mismos deben cumplir.

       Así mismo, la administración tributaria podrá establecer regímenes simplificados de facturación para aquellos casos en que la emisión de facturas en los términos de esta Ley, pueda dificultar el desarrollo eficiente de la actividad, en virtud del volumen de las operaciones del contribuyente.

         En toda venta de bienes o prestaciones a no contribuyentes del impuesto, incluyendo aquellas no sujetas o exentas, se deberán emitir facturas, documentos equivalentes o comprobantes, los cuales no originan derecho a crédito fiscal. No obstante, las características de dichos documentos están establecidas por la Administración Tributaria, tomando en consideración la naturaleza de la operación respectiva.

        Por otra parte el artículo 55 establece que los contribuyentes deben emitir sus correspondientes facturas en las oportunidades siguientes:
1. En los casos de ventas de bienes muebles corporales, en el mismo momento cuando efectúe la entrega de los bienes muebles.

2. En la prestación de servicios, a más tardar dentro del período tributario en que el contribuyente perciba la remuneración o contraprestación, cuando le sea abonada en cuenta o se ponga ésta a su disposición.

Cuando las facturas no se emitan en el momento de efectuarse la entrega de los bienes muebles, los vendedores deberán emitir y entregar al comprador en esa oportunidad, una orden de entrega o guía de despacho que ha de contener las especificaciones exigidas por las normas que al respecto establezca la administración tributaria. La factura que se emita posteriormente deberá hacer referencia a la orden de entrega o guía de despacho.

     El artículo 57 establece que la administración tributaria tiene la facultad de dictar las normas mediante en las cuales se establezcan los requisitos, formalidades y especificaciones que deben cumplirse en la impresión y emisión de las facturas, y demás documentos que se generen en materia de IVA, de acuerdo con este artículo las facturas o documentos deben contener como mínimo los requisitos que se enumeran a continuación:

1. Numeración consecutiva y única de la factura o documento de que se trate. Si el contribuyente desarrolla actividades en más de un establecimiento o sucursal, debe emitir las facturas con numeración consecutiva única por cada establecimiento o sucursal.  Los agentes de retención a que se refiere el artículo 11 de esta Ley, emplearán una numeración distinta a la utilizada para emitir los documentos propios de sus actividades.

2. Numeración de control consecutivo y único por cada documento impreso, que se inicie con la frase “N° de Control.”. Este número no estará relacionado con el número de facturación previsto en el numeral anterior, salvo que el contribuyente así lo disponga. Si el contribuyente desarrolla actividades en más de un establecimiento o sucursal, debe emitir las facturas con numeración consecutiva única por cada establecimiento o sucursal. Si el contribuyente solicita la impresión de documentos en original y copias, tanto el original como sus  respectivas copias deberán contener el mismo Número de Control 01, pudiendo el contribuyente repetir la numeración cuando ésta supere los (8) dígitos.

3. Nombre completo y domicilio fiscal del emisor, si se trata de una persona natural; o denominación o razón social y domicilio fiscal, si el emisor es una persona jurídica, comunidad, sociedad de hecho o irregular, consorcio u otro ente jurídico o económico.

4. Número de inscripción del emisor en el Registro de Información Fiscal (RIF) y Número de Identificación Tributaria (NIT), en caso de poseer este último.

5. Nombre completo del adquiriente del bien o receptor del servicio, Registro de Información Fiscal (RIF) y Número de Identificación Tributaria (NIT), en caso de poseer este último.

6. Especificación del monto del impuesto según la alícuota aplicable, en forma separada del precio o remuneración de la operación.

El incumplimiento de cualquiera de los requisitos precedentes ocasionará que el impuesto incluido en el documento no genere crédito fiscal. Tampoco se generará crédito cuando la factura o documento no esté elaborado por una imprenta autorizada, si ello es exigido por las  normas sublegales que desarrollan esta Ley; o cuando el formato preimpreso no contenga los requisitos previstos en los numerales 1, 2,3 y 4 de este artículo. El Reglamento podrá exigir el cumplimiento de otros requisitos para la generación del crédito fiscal. En todo caso, el incumplimiento de cualquier otro requisito distinto a los aquí previstos, no impedirá la generación del crédito fiscal, sin perjuicio de las sanciones establecidas en el Código Orgánico Tributario por el incumplimiento de deberes formales.

La administración tributaria dictará las normas para asegurar el cumplimiento de la emisión y entrega de las facturas y demás documentos por parte de los sujetos pasivos de este impuesto, tales como la obligación de los adquirientes de los bienes y receptores de los servicios de exigir las facturas y demás documentos, en los supuestos previstos en esta Ley, en el Reglamento y en las demás disposiciones sublegales que la desarrollen. A los fines de control fiscal, la administración tributaria podrá igualmente establecer mecanismos de incentivos para que los no contribuyentes exijan la entrega de las facturas y demás documentos por parte de los sujetos pasivos.

Parágrafo Primero: La administración tributaria podrá establecer normas tendentes a regular la corrección de los errores materiales en que hubiesen podido incurrir los contribuyentes al momento de emitir las facturas y cualquier otro documento equivalente que la  sustituyan.

Parágrafo Segundo: En los casos de ventas de bienes muebles o prestaciones de servicios cuyo pago por parte del adquiriente sea efectuado mediante cheque, éste deberá emitirlo o nombre del contribuyente, según el nombre o razón social reflejado en el comprobante del Registro de Información Fiscal (RIF) del contribuyente. A los efectos de esta norma, los contribuyentes están obligados a exhibir en un lugar visible del establecimiento la copia del comprobante de inscripción del Registro de Información Fiscal (RIF).

Parágrafo Tercero: En las operaciones de ventas de exportación de bienes muebles corporales y de exportación de servicios, no se exigirá a los contribuyentes el cumplimiento de los requisitos, formalidades y especificaciones, a que se contrae el encabezamiento de este articulo para la impresión y emisión de las facturas y de los documentos equivalentes que las sustituyan. 
       De acuerdo a los artículos citados explican las formalidades que deben cumplir los contribuyentes ordinarios en relación a la emisión de facturas en materia de IVA, destacando la importancia de cumplir en las facturas, los requisitos dispuestos en los artículos correspondientes para llevar una relación cronológica mensual de todas las operaciones de venta. Sin embargo, la administración tributaria expresa la posibilidad de sustituir  la utilización de facturas por otros documentos, o por el uso de sistemas, máquinas o equipos. 
     Formalidades que deben cumplir los contribuyentes formales en relación a emisión de facturas en materia de IVA: 
          Las formalidades para dicho deber formal, están contempladas en la Ley del IVA y en la Providencia Administrativa N° 1677, a continuación se hace mención a los mismos:
     Ley del IVA
         El artículo 8 de esta Ley establece que son contribuyentes formales, los sujetos que realicen exclusivamente actividades u operaciones exentes o exoneradas del impuesto. Estos contribuyentes, sólo están obligados a cumplir con los deberes formales que corresponden a los contribuyentes ordinarios, la administración tributaria, tiene la facultad de establecer mediante providencia las características especiales para el cumplimiento de tales deberes o simplificar los mismos. 
         Este dispositivo legal además indica que en ningún caso, los contribuyentes formales están obligados al pago del impuesto, razón por la cual para estos sujetos pasivos no son aplicables las normas relativas a la determinación de la obligación tributaria.

     Providencia Administrativa Nº 1677
         En el artículo 3 de esta providencia se señalan los requisitos de los documentos que amparan las ventas, según el cual los contribuyentes formales deben emitir documentos que soporten las operaciones de venta o prestaciones de servicio por duplicado, cumpliendo con los requisitos que a continuación se especifican:

a) Numeración consecutiva y única del documento.

b) Contener la especificación “contribuyente formal”.

c)  Identificación del contribuyente emisor, indicando su nombre en caso de ser persona natural, o su denominación comercial o razón social y domicilio fiscal.

d) Numero de Inscripción del emisor en el Registro de Información Fiscal (RIF).

e) Numero de Inscripción en el Registro de Información Fiscal (RIF) del adquiriente del bien o receptor del servicio.

f)  Fecha de emisión del documento.

g) Descripción de la venta del bien o de la prestación del servicio, con indicación de la cantidad, precio unitario, valor total de la venta o la prestación del servicio, o de la suma de ambos, si corresponde.

h) Indicación del valor total de la venta de los bienes o de la prestación del servicio.
Parágrafo Primero: Los contribuyentes formales podrán emitir los documentos que amparan las ventas, empleando medios electromecánicos o automatizados, tales como mecánicas registradores o fiscales, que permitan reflejar los requisitos establecidos en el presente artículo, con excepción del literal e).


Ilícitos Tributarios

         El término ilícito engloba todas las conductas antijurídicas en el ámbito tributario, con lo cual se evita, de inicio su desdoblamiento en delitos, figura propia en el ámbito penal e infracciones o contravenciones administrativas (Gurfinkel,  1993, p.3). Todo ilícito tributario implica una acción u omisión dolosa (intención) o culposa (negligencia) cometida por los sujetos pasivos, en su calidad de contribuyentes o responsables, con esta acción u omisión el sujeto pasivo incumple con sus obligaciones tributarias ante la administración tributaria (bien sea nacional, estadal o municipal).

         Según el artículo 80 del COT, constituye ilícito tributario toda acción u omisión violatoria de las normas tributarias.  Estas infracciones conllevan a la necesidad de reparar el daño causado tomando en consideración el carácter administrativo o penal de la infracción cometida, en vista que en la legislación venezolana vigente existe una sanción correspondiente a cada uno de los ilícitos, los mismos se clasifican, de acuerdo con el artículo 80 del COT en:

1. Ilícitos formales

2. Ilícitos relativos a las especies fiscales y gravadas.

3. Ilícitos materiales.

4. Ilícitos sancionados con la pena restrictiva de libertad.

          Cabe destacar, en concordancia con el artículo antes mencionado del COT, referente a la clasificación de los ilícitos, que en la presente investigación sólo se desarrollarán los ilícitos formales establecidos en el numeral 1, en vista  que tienen relación directa con la misma; debido a que generan cierre de los establecimientos. Sin embargo, se señala que es la administración tributaria el único ente con la potestad de aplicar sanciones pecuniarias  a salvo de las penas de cárcel las cuales serán  impuestas por el tribunal. 
         Tomando como base las disposiciones establecidas en el propio Código Orgánico Tributario en su Capítulo II, parte especial, Sección primera, de los Ilícitos Formales Articulo 99, de donde se deducen los deberes formales que por incumplimiento dan origen a los ilícitos formales, de conformidad con las exigencias y normas tributarias a que corresponda cada una.
     Elementos de los ilícitos tributarios
         Los ilícitos tributarios, previstos en el COT de 2001, de conformidad con Celis (2003), contienen los siguientes elementos constitutivos:

Elemento Psicológico: Este está constituido por la conducta de acción u omisiva adoptada por el sujeto, la cual puede ser dolosa o culposa. En el primer caso cuando la acción conlleva la intención de incumplir  con la obligación tributaria, cualquiera que sea la naturaleza de ésta: y en el segundo caso, cuando tal incumplimiento es originado por negligencia o imprudencia.

Elemento Subjetivo: Este está conformado por el sujeto transgresor, quien comete la violación, ya se trate del contribuyente o responsable.

La Antijuricidad: Esto es que el trasgresor viole una norma jurídica o haya adoptado una conducta contraria a derecho.

Tipicidad: Esto es que la conducta del contribuyente o responsable, señalada como infracción se subsuma en un tipo legal, lo cual constituye una garantía vinculada al principio “nullum crimen sine previae lege”.

Punibilidad: Esto es que la conducta adoptada por el infractor sea considerada como punible o que el mismo se haga acreedor de un castigo o sanción”. (p.15)

     Los elementos que componen los ilícitos tributarios no constituyen parte de un todo sino son aspectos que forman parte de una misma realidad, y a pesar de que pueden distinguirse entre ellos los mismos se encuentran fuertemente ligados, en íntima relación unos con otros.
Sanciones Tributarias

     Al hablar de sanciones tributarias, resulta necesario definir lo que se entiende por “sanción”, ésta de acuerdo con el Diccionario Enciclopédico Océano Uno (1997), como la “pena que establece la ley para el que la infringe” (p.1.454). En materia tributaria, el Glosario de Tributos Internos del SENIAT, las define como “La Pena o multa que se impone a una persona por el quebrantamiento de una ley o norma.” (p. 28). Con respecto a este tema Villegas (1997) señala:

La sanción tributaria más común es la multa, que no sólo tiene carácter compensatorio como los recargos o intereses, sino que constituye un pago adicional para castigar pecuniariamente al infractor de la ley.

La multa castiga al infractor en la medida en que su patrimonio se beneficia por el incumplimiento tributario respectivo, por lo tanto es el patrimonio el que debe responder por el perjuicio cometido.

Tanto el carácter retributivo como reparatorio de la multa ha sido aceptado por la doctrina, la cual ha puesto de manifiesto que la multa tiene un carácter de indemnización de daños y al mismo tiempo, tiene la finalidad de castigar a los infractores. (p. 205).

         Las  sanciones tributarias según Celis (2003), pueden ser: 

a. Administrativas: Aquellas sanciones pecuniarias, que no se convierten en penas privativas de la libertad, ya que hacen cumplir con obligaciones civiles, y procuran reestablecer el equilibrio económico alterado por el trasgresor.

b. Penales: Estas sanciones se caracterizan porque castigan al trasgresor que comete el delito tributario de naturaleza penal, por esto se denominan sanciones penales tributarias. (p.49).

     Clasificación de los ilícitos tributarios formales:
         Según el artículo 99 del Código Orgánico Tributario, (2001) los ilícitos formales que se originan por el incumplimiento de los deberes siguientes: 

1. Inscribirse en los registros exigidos por las normas tributarias respectivas;

2. Emitir comprobantes;

3. Llevar los libros o registros contables o especiales;

4. Presentar declaraciones y comunicaciones;

5. Permitir el control de la administración tributaria;

6. Informar y comparecer ante la administración tributaria;

7. Acatar las órdenes de la administración tributaria, dictadas en uso de sus facultades legales; y 

8. Cualquier otro deber contenido en este Código, en las leyes especiales, sus reglamentos o disposiciones generales de organismos competentes.
         En este sentido, para los efectos de esta investigación serán descritos, exclusivamente, los ilícitos formales, que conllevan al cierre de establecimientos, relacionados con la obligación de emitir comprobantes, y con la obligación  de llevar los libros o registros contables o especiales,  en materia del IVA. 
     Ilícitos formales relacionados con la obligación de emitir comprobantes 
         En el artículo 101 del COT (2001) se encuentran establecidos estos ilícitos en los siguientes términos:

1. No emitir facturas u otros documentos obligatorios.

2. No entregar las facturas y otros documentos cuya entrega sea obligatoria.

3. Emitir facturas u otros documentos obligatorios con prescindencia total o parcial de los requisitos y características exigidas por las normas tributarias.

4. Emitir facturas u otros documentos obligatorios a través de maquinas fiscales, sistemas de facturación electrónica u otros medios tecnológicos, que no reúnan los requisitos exigidos por las normas tributarias.

5. No exigir a los vendedores o prestadores de servicios las facturas, recibos o comprobantes de las operaciones realizadas, cuando exista la obligación de emitirlos.

6. Emitir o aceptar documentos o facturas cuyo monto no coincida con el correspondiente a la operación real.

         Así mismo, dicho artículo en el párrafo primero, establece las sanciones, tanto la pecuniaria como la accesoria, según el cual: 

Quien incurra en el ilícito descrito en el numeral 1 será sancionado con multa de una unidad tributaria (1 U.T) por cada factura, comprobante o documento dejado de emitir, hasta un máximo de doscientas unidades tributarias (200 U.T) por cada período o ejercicio fiscal, si fuere el caso. Cuando se trate de impuestos al consumo, y el monto total de las facturas, comprobantes o documentos dejados de  emitir exceda de doscientas unidades tributarias (200 U.T) en un mismo período, el infractor será sancionado además con clausura de uno (1) hasta cinco (5) días continuos de la oficina, local o establecimiento en que se hubiera cometido el ilícito. Si la comisión del ilícito  no supera la cantidad señalada, sólo se aplicará la sanción pecuniaria. Si la empresa tiene varias sucursales, la clausura sólo se aplicará en el lugar de la comisión del ilícito”.

     Ilícitos formales relacionados con la obligación de llevar libros y registros especiales y contables 
         A continuación se presentan las disposiciones que se encuentran establecidas en el artículo 102 del COT  (2001), referidas a la obligación de llevar los libros y registros especiales y contables:

1. No llevar los libros y registros contables y especiales  exigidos por las normas respectivas.

2. Llevar los libros y registros contables y especiales sin cumplir con las formalidades y condiciones establecidas por las normas correspondientes, o llevarlos con atraso superior a  un (1) mes.

3. No llevar en castellano o en moneda nacional los libros de contabilidad y otros registros contables, excepto para los contribuyentes autorizados por la administración tributaria a llevar contabilidad en moneda extranjera.

4. No conservar durante el plazo establecido por las leyes y reglamentos los libros, registros, copias de comprobantes de pago u otros documentos; así como, los sistemas o programas computarizados de contabilidad, los soportes magnéticos o el micro-archivo.

     De igual manera, el mencionado artículo del COT (2001), en el primer y segundo aparte establece las sanciones pecuniarias, así como también, en el tercer aparte establece la sanción accesoria, según el cual: 

Quien incurra en el ilícito descrito en el numeral 1 será sancionado con multa de cincuenta unidades tributarias (50 U.T.), la cual se incrementará en cincuenta unidades tributarias (50 U.T.) por cada nueva infracción hasta un máximo de doscientas cincuenta unidades tributarias (250 U.T.).
Quien incurra en cualesquiera de los ilícitos descritos en los numerales 2, 3 y 4 será sancionado con multa de veinticinco unidades tributarias (25 U.T.), la cual se incrementará en veinticinco unidades tributarias (25 U.T.) por cada nueva infracción hasta un máximo de cien unidades tributarias (100 U.T.).
En caso de impuestos indirectos, la comisión de los ilícitos tipificados en cualesquiera de los numerales de este artículo, acarreará, además de la sanción pecuniaria, la clausura de la oficina, local o establecimiento, por un plazo máximo de tres (3) días continuos. Si se trata de una empresa con una o más sucursales, la sanción abarcará la clausura de las mismas, salvo que la empresa lleve libros especiales por cada sucursal de acuerdo a las normas respectivas, caso en el cual sólo se aplicará la sanción a la sucursal o establecimiento en donde se constate la comisión del ilícito.

     Adicionalmente, el COT  (2001), establece en el artículo 81 lo siguiente:

Cuando concurran dos o más ilícitos tributarios sancionados con penas pecuniarias, se aplicará la sanción más grave, aumentada con la mitad de las otras sanciones.  De igual manera se procederá cuando haya concurrencia de un ilícito  tributario sancionado con pena restrictiva de la libertad y de delito no tipificado en este código.

Si las sanciones  son iguales, se aplicará cualquiera de ellas, aumentada con la mitad de las restantes.

Cuando concurran dos o más ilícitos tributarios sancionados con penas pecuniarias, pena restrictiva de libertad, clausura de establecimiento, o cualquier otra sanción que por su heterogeneidad no sea acumulable, se aplicarán conjuntamente.

     Por otra parte el artículo 93 del COT establece:

Las sanciones, salvo las penas restrictivas de libertad, serán aplicadas por la administración tributaria, sin perjuicio de los recursos que contra ellas puedan ejercer los contribuyentes o responsables. Las penas restrictivas de libertad y la inhabilitación para el ejercicio de oficios y profesiones, sólo podrán ser aplicadas por los órganos judiciales competentes, de acuerdo al procedimiento establecido en la ley procesal penal.

Parágrafo Único: Los órganos judiciales podrán resolver la suspensión condicional de la ejecución de la pena restrictiva de libertad, cuando se trate de infractores no reincidentes, atendiendo a las circunstancias del caso y previo el pago de las cantidades adeudadas al Fisco. La suspensión de la ejecución de la pena quedará sin efecto en caso de reincidencia.

     El artículo 94 del COT establece las sanciones aplicables, las cuales son:

1. Prisión.

2. Multa.

3. Comiso y destrucción de los efectos materiales objeto del ilícito o utilizados para cometerlo.

4. Clausura temporal del establecimiento.

5. Inhabilitación para el ejercicio de oficios y profesiones.

6. Suspensión o revocación del registro y autorización de industrias y expendios de especies gravadas y fiscales.

Parágrafo Primero: Cuando las multas establecidas en este Código estén expresadas en unidades tributarias (U.T.) se utilizará el valor de la misma que estuviere vigente para el momento del pago.

    Finalmente, Celis (2003), presenta las clases de sanciones tributarias de la  siguiente manera:
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Gráfico 2. Clases de Sanciones Tributarias. Fuente: Celis (2003)

     En la presente investigación se tomará en cuenta la sanción relativa a la clausura temporal del establecimiento, que representa el objeto de estudio de la misma. Entendiendo que la clausura temporal del establecimiento de acuerdo con el autor mencionado en el párrafo anterior “configura una pena accesoria derivada de la comisión de un ilícito  tributario, tal es el caso del ilícito formal, contemplado en el numeral 1 del artículo 101 del COT (2001), por no emitir facturas u otros documentos obligatorios ” (p.53). 

     Para mejor comprensión, es importante señalar, que la sanción por incumplimiento de deberes formales, relativos a la obligación de llevar los libros y registros especiales y contables, no se aplica por período o ejercicio fiscal que se investigue. Esto tiene su explicación en la unidad del libro, es decir, que ellos, aun cuando inserten operaciones contables relacionadas con varios períodos, siempre continuarán siendo únicos.

     En tal sentido, cuando un funcionario en ejercicio de las facultades de fiscalización, constate el incumplimiento de cualquiera de los deberes formales previstos en el artículo 102 del COT (2001),  (no llevar libros, llevarlos con atraso o sin cumplir con las formalidades y condiciones legalmente establecidas, llevarlos en otro idioma o moneda, no conservarlos por el tiempo establecido), independientemente de los períodos que se investiguen, la sanción por estos ilícitos es una sola, para la primera visita. Si en una próxima visita, se encuentra el mismo incumplimiento, se aplicará la sanción que corresponda con el incremento respectivo, independientemente de los períodos o ejercicios investigados.

         La aplicación de la sanción de clausura del establecimiento, no está ligada a la figura de la reiteración, la cual fue eliminada en la reforma del COT de 2001. Se trata de una sanción que se impone por la comisión de ilícitos relacionados con los impuestos indirectos. Esta es una sanción accesoria a la sanción pecuniaria que corresponda.

         La sanción de clausura se impondrá de manera automática, en los casos de Impuesto al Valor Agregado, al verificarse los supuestos de procedencia consagrados en el artículo 101 numeral 1 del COT, cuando el número total de las facturas, comprobantes o documentos dejados de emitir en un mismo período exceda en bolívares al valor equivalente de 200 UT; o los ilícitos relativos a la obligación de llevar libros y registros especiales, consagrados en el artículo 102 del mencionado COT.

          La interposición del recurso jerárquico contra el acto que imponga la sanción de la clausura, no suspende los efectos de la misma, tal y como lo dispone el artículo 247 del COT de 2001, salvo que la administración solicite la suspensión de la sanción como una medida cautelar.

         En cuanto a la procedencia de la sanción de la clausura del establecimiento, por el supuesto consagrado en el artículo 101 numeral 1 del COT, es importante tener claro que la sanción pecuniaria es de 1 UT por cada factura u otro documento obligatorio dejado de emitir, hasta un máximo de 200 UT por período. Sin embargo, la sanción de clausura procede cuando el monto de las facturas dejadas de emitir supere las 200 UT en un mismo período de IVA; es decir, que la clausura se refiere al monto de la venta independientemente del número de facturas no emitidas.

         Esta es una de las sanciones más delicadas que establece el COT de 2001, y cuya aplicación es ejecutiva y ejecutoria de inmediato, por cuanto la interposición de alguno de los recursos sobre el acto que le impone no da lugar a la suspensión de los efectos de dicho acto.
Resolución 320, Emisión de Facturas y Documentos Equivalentes

         La Resolución 320 del Ministerio de Finanzas publicada el 28 de diciembre de 1999, es la norma en la cual se establecen las disposiciones relacionadas con la impresión y emisión de facturas y otros documentos. En el artículo 1 de la mencionada resolución se señala lo siguiente: “Los contribuyentes y responsables a que se refiere el Decreto Ley del Impuesto al Valor Agregado, que emitan facturas, otros documentos equivalentes que las substituyan (...) relacionados con la ejecución de operaciones de venta o prestación de servicios, deberán cumplir con las disposiciones establecidas en la presente resolución”.

         Esta resolución contiene los requisitos que deben cumplir los contribuyentes para emitir las facturas y documentos equivalentes, en materia de IVA,  esto resulta importante, en virtud de que este es un impuesto que se basa en la emisión de documentos, ya que en éstos se soporta tanto el impuesto generado por las ventas (débito fiscal) como el impuesto generado por las compras (crédito fiscal) y mediante los soportes la administración tributaria y los contribuyentes pueden comprobar la realización de operaciones, tanto ventas como compras.
         Cabe señalar acerca de la Resolución Nº 320, es que para ese momento la normativa no establecía  la autorización por el SENIAT a las imprentas para la elaboración de las facturas u otros documentos.
Providencia Administrativa Nº 1677 Sobre las Obligaciones que deben cumplir los Contribuyentes Formales  del Impuesto al Valor Agregado
     Esta Providencia de fecha 14 Marzo de 2003, publicada en la Gaceta Oficial Nº 37.661 de fecha 31 de Marzo de 2003, en la misma se establecen las obligaciones de los contribuyentes formales del IVA, en el artículo 1 se presenta la definición de los contribuyentes formales, como aquellos sujetos que realicen exclusivamente actividades u operaciones exentas o exoneradas de este impuesto. Además en esta providencia se establecen aspectos tales como:

1. Inscripción en el Registro de Información Fiscal,

2. Requisitos de los documentos que amparan las ventas,

3. Prescindencia de los requisitos de facturación,

4. Relación de Ventas,

5. Relación de Compras,

6. Presentación de las relaciones de compras y ventas

7. Conservación de los documentos y relaciones de compras y ventas

8. Presentación de la declaración informativa

9. Dispensa del cumplimiento de las obligaciones.

Jurisprudencia relacionada con la Clausura Temporal de los Establecimientos

         En materia de clausura temporal de los establecimientos, se ubicó una sentencia emitida por el Tribunal Superior Noveno de lo Contencioso Tributario de la Circunscripción Judicial del Área Metropolitana de Caracas, de fecha 17 de Septiembre de 2004, signada con el Nº 101, según la cual los representantes de la empresa Inversiones Garden Plaza 002, C.A. de la circunscripción Judicial del Distrito Federal y Estado Miranda interpusieron una Acción de Amparo en contra de una medida de cierre de su establecimiento alegando que se podían generar daños de difícil reparación. En fecha 09 de Julio de 2004, el Tribunal antes mencionado de conformidad con la doctrina de la Sala Político Administrativa del Tribunal Supremo de Justicia, procedió a dictar medida cautelar provisionalísima mediante la cual se suspendió la medida de cierre que decretó el Servicio Nacional Integrado de Administración Aduanera y Tributaria (SENIAT), en contra de la accionante en amparo.

         Entonces, es de entender, que el Tribunal Superior Noveno de lo Contencioso Tributario declaró con lugar un recurso de amparo constitucional por dicha empresa, siendo que el Tribunal consideró que los cierres ordenados por el SENIAT violan los derechos y garantías establecidas en la Constitución Nacional, por lo cual admitió la solicitud.
Definición de Términos Básicos

          A continuación se presentan un conjunto de términos relacionados con la presente investigación, con la finalidad de facilitar al lector la comprensión del tema objeto de estudio, los cuales fueron tomados del glosario de términos tributarios del SENIAT (2009):
Acta de requerimiento: Acta elaborada por el funcionario fiscal, mediante la cual se solicitan los libros y otros documentos necesarios para realizar una verificación. (SENIAT, 2009)
Actividades sujetas: Actividades que inciden en el supuesto de hecho del respectivo impuesto. (SENIAT, 2009)
Administración Tributaria: Órgano competente del Ejecutivo Nacional para ejercer, entre otras, las funciones de: 1) Recaudar los tributos, intereses, sanciones y otros accesorios; 2) Ejecutar los procedimientos de verificación y de fiscalización y determinación para constatar el cumplimiento de las leyes y demás disposiciones de carácter tributario por parte de los sujetos pasivos del tributo; 3) Liquidar los tributos, intereses, sanciones y otros accesorios, cuando fuere procedente; 4) Asegurar el cumplimiento de las obligaciones tributarias solicitando de los órganos judiciales, las medidas cautelares, coactivas o de acción ejecutiva; y, 5) Inscribir en los registros, de oficio o a solicitud de parte, a los sujetos que determinen las normas tributarias y actualizar dichos registros de oficio o a requerimiento del interesado. En Venezuela, la Administración Tributaria recae sobre el SENIAT. (SENIAT, 2009)

Alícuota: Cantidad fija, porcentaje o escala de cantidades que sirven como base para la aplicación de un gravamen. Cuota parte proporcional de un monto global que determina el impuesto a pagar. (SENIAT, 2009)
Amparo tributario: Acción que puede ser interpuesta por cualquier interesado ante el Tribunal competente, cuando la administración tributaria incurra en demoras excesivas en resolver sus peticiones, las cuales causen perjuicios no reparables por los medios establecidos en el Código Orgánico Tributario o en leyes especiales. (SENIAT, 2009)
Contribuyente: Aquel sujeto pasivo respecto del cual se verifica el hecho imponible. Dicha condición puede recaer en las personas naturales, personas jurídicas, demás entes colectivos a los cuales otras ramas jurídicas atribuyen calidad de sujeto de derecho y entidades o colectividades que constituyan una  unidad económica, dispongan de patrimonio y de autonomía funcional. (SENIAT, 2009)
Contribuyentes formales: Los sujetos que realicen exclusivamente actividades u operaciones exentas o exoneradas del impuesto. (SENIAT, 2009)
Contribuyentes ordinarios: Toda persona natural o jurídica que realice actividades, negocios jurídicos u operaciones considerados como hecho imponible por la ley. (SENIAT, 2009)
Control fiscal: Conjunto de mecanismos legales, técnicos y administrativos que utiliza el Estado para evitar la evasión y prescripción de los tributos. (SENIAT, 2009)
Clausura: Es la acción que ejecuta la Administración Tributaria a los establecimientos comerciales en la suspensión temporal de las actividades comerciales. (SENIAT, 2009)
Deberes formales: Obligaciones impuestas por el Código Orgánico Tributario o por otras normas tributarias a los contribuyentes, responsables o determinados terceros. (SENIAT, 2009)
Derecho tributario: Rama del derecho administrativo que estudia todo lo relativo a los tributos y, como consecuencia de ello, las relaciones jurídicas entre el Estado y los contribuyentes. (SENIAT, 2009)
Elusión tributaria: Acción que permite reducir la base imponible mediante operaciones que no se encuentran expresamente prohibidas por disposiciones legales o administrativas. Medio que utiliza el deudor tributario para reducir la carga tributaria, sin transgredir la ley ni desnaturalizarla. (SENIAT, 2009)
Evasión fiscal: Acción u omisión dolosa, violatoria de las disposiciones tributarias, destinadas a reducir total o parcialmente la carga tributaria en provecho propio o de terceros. (SENIAT, 2009)
Factura: Documento que el vendedor entrega al comprador y que acredita que ha realizado una compra por el importe reflejado en el mismo. La factura recoge la identificación de las partes, la clase y cantidad de la mercancía vendida o servicio prestado, el número y fecha de emisión, el precio unitario y el total, los gastos que por diversos conceptos deban abonarse al comprador y, en su caso, las cantidades correspondientes a los impuestos que la operación pueda devengar. (SENIAT, 2009)
Facturación: Anotación, cálculo y totalización de los importes que representan los artículos suministrados por una empresa a sus clientes, incluyendo el detalle de los gravámenes fiscales que en su caso correspondan por las operaciones, con el objeto de recoger en un documento el resultado. (SENIAT, 2009)
Funcionario autorizado: Funcionario público perteneciente al Ministerio de Finanzas, nombrado para realizar las actuaciones inherentes al servicio de fiscalización. (SENIAT, 2009)
Fiscal: Relativo al Derecho financiero en general y al Derecho tributario en particular. (SENIAT, 2009)
Fiscalización: Servicio de la Hacienda Pública Nacional, que comprende todas las medidas adoptadas para hacer cumplir las leyes y los reglamentos fiscales por los contribuyentes. Proceso que comprende la revisión, control y verificación que realiza la Administración Tributaria a los contribuyentes, respecto de los tributos que administra, para verificar el correcto cumplimiento de sus obligaciones. (SENIAT, 2009)
Gravámen: Carga u obligación que pesa sobre una persona o un bien. En Derecho Tributario es el impuesto o carga de carácter fiscal que la Hacienda Pública impone sobre las personas naturales o jurídicas. (SENIAT, 2009)
Ilícito: Quebrantamiento de una ley o tratado o de una norma moral, lógica o doctrinal. (SENIAT, 2009)

Ilícito tributario: Toda acción u omisión violatoria de las normas tributarias. Pueden ser: formales, relativos a las especies fiscales y gravadas, materiales y sancionados con pena restrictiva de libertad. (SENIAT, 2009)
Infracción Tributaria: Violación a las normas jurídicas que establecen las obligaciones tributarias sustanciales y formales. (SENIAT, 2009)
Multa: Pena o sanción de carácter pecuniario que se impone por haber realizado una infracción. (SENIAT, 2009)
Período impositivo: Intervalo temporal tomado en consideración para efectuar el cálculo de las cantidades a pagar como consecuencia del devengo de un impuesto. (SENIAT, 2009)
Providencia de la Administración Tributaria: Acto administrativo emitido por la Administración Tributaria. (SENIAT, 2009)
Sanción: Pena o multa que se impone a una persona por el quebrantamiento de una ley o norma. (SENIAT, 2009)
Servicio Nacional Integrado de Administración Aduanera y Tributaria (SENIAT): Órgano de ejecución de la administración tributaria nacional. Es un servicio autónomo sin personalidad jurídica, con autonomía funcional, técnica y financiera, adscrito al Ministerio de Finanzas, al cual corresponde la aplicación de la legislación aduanera y tributaria nacional, así como el ejercicio, gestión y desarrollo de las competencias relativas a la ejecución integrada de las políticas aduanera y tributaria fijadas por el Ejecutivo Nacional. (SENIAT, 2009)
Unidad tributaria: Medida de valor expresada en moneda de curso legal, creada por el código Orgánico Tributario y modificable anualmente por la Administración Tributaria. Unidad de valor creada a los efectos tributarios como una medida que permite equiparar y actualizar a la realidad inflacionaria, los montos de las bases de imposición, exenciones y sanciones, entre otros; con fundamento en la variación del Índice de Precios al Consumidor (IPC.). (SENIAT, 2009)
Sistema de Variables

         En esta sección se presenta el sistema de variables, para ello es necesario construir la operacionalización de las variables relacionadas con la investigación, en este sentido, Tamayo (2000), señala: “se denomina variable un aspecto o dimensión de un fenómeno que tiene como característica la capacidad de asumir valores, ya sea cuantitativa o cualitativamente...” (p.109), en lo que respecta a la operacionalización, este mismo autor hace referencia a que al realizar este proceso se pretende señalar los indicadores que van a servir para la realización del estudio. 
(SENIAT, 2009)

Definición Nominal

Clausura, Contribuyentes formales y ordinarios, Deberes Formales, Impuesto al Valor Agregado (IVA)

Definición Conceptual

Clausura: Es la acción que ejecuta la Administración Tributaria a los establecimientos comerciales en la suspensión temporal de las actividades comerciales. (SENIAT, 2009)

Contribuyentes formales: Los sujetos que realicen exclusivamente actividades u operaciones exentas o exoneradas del impuesto. (SENIAT, 2009)
Contribuyentes ordinarios: Toda persona natural o jurídica que realice actividades, negocios jurídicos u operaciones considerados como hecho imponible por la ley. (SENIAT, 2009)

Deberes formales: Obligaciones impuestas por el Código Orgánico Tributario o por otras normas tributarias a los contribuyentes, responsables o determinados terceros. (SENIAT, 2009)

Impuesto al Valor Agregado: Es un tributo que grava la enajenación de bienes muebles, la prestación de servicios y la importación de bienes, aplicable en todo el territorio nacional, que deberán pagar las personas naturales o jurídicas. Moya (2003, p.274)
Definición Operacional
         Desde la perspectiva operacional, se entiende por efectos de la clausura el  conjunto de dimensiones; es decir, las variables reales  (sanciones pecuniarias, ilícitos formales, posición de la empresa frente a clientes y proveedores e incidencia financiera y tributaria), que organizadas en áreas funcionales o sub-dimensiones y expresadas en indicadores, permiten hacer seguimiento y control de cada una de las actividades implícitas en el manejo y resguardo del cumplimiento de los deberes formales en las empresas ubicadas en el estado Mérida. La relación entre las dimensiones y sus respectivos indicadores se precisan en la tabla operacionalización de la variable. (Ver cuadro 1)
Cuadro 1. 
Operacionalización de la Variable
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Fuente: Ramírez (2009)
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